Carátula 


(Ingresan a Sala las autoridades del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente.) 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda da la bienvenida a las 
autoridades del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente para el tratamiento 
de la Rendición de Cuentas y el Balance de Ejecución Presupuestal del ejercicio 2012. 


Les cedemos el uso de la palara. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Agradecemos que nos hayan recibido. La idea que tenemos es realizar una breve introducción a los 
efectos de que los señores Directores puedan dar mayor cuenta de lo avanzado en el Ministerio y 
luego trataríamos el articulado que propusimos para esta Rendición de Cuentas. 


Durante el 2012 el sistema público de vivienda encabezado por el Ministerio amplió la 
cobertura a nivel nacional de los programas existentes. Esta política permitió alcanzar un porcentaje de 
ejecución del 97,7%, lo que significó la culminación de 12.338 soluciones habitacionales y tener en 
gestión otras 23.888. Se priorizaron los programas de cooperativas, autoconstrucción y demás 
proyectos que incluyen sectores sociales de pobreza y exclusión, en línea con la reforma social. 


A esto se suma, particularmente durante este año, la puesta en ejecución de obra de los 
primeros proyectos promovidos en el marco de la ley relativa a la promoción de la inversión privada en 
viviendas de interés social que, al 31 de diciembre del año pasado, contaba con 91 proyectos 
promovidos por dicha ley, comprendiendo 2.521 viviendas. Sin duda, todos estos números han sido 
más que ampliados llegando a la fecha, prácticamente, a las 6.500 viviendas puestas a consideración 
de nuestro Ministerio. Estas están dirigidas a generar oferta privada habitacional para sectores sociales 
que no califican para las líneas del Ministerio y cuya cobertura es importante en la implementación de 
una política de vivienda y de hábitat con vocación de universalidad. 


En cuanto a ambiente, territorio y agua, para la actual Administración el fortalecimiento de la 
institución ambiental es un instrumento clave de impulso para una gestión integrada e interactiva, que 
fomente el desarrollo con responsabilidad intergeneracional. En este sentido, durante el año 2012 se 
trabajó sobre una nueva organización institucional del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente, definiendo una estructura organizativa para sus cinco unidades ejecutoras, con 
nuevas funciones, facilitando los procesos transversales en las mismas, con el dimensionamiento y 
profesionalización de cargos interdisciplinarios necesarios para abordar las competencias ampliadas 
que se le han asignado a este Ministerio en los últimos años. 


Asimismo, en la Administración se han realizado esfuerzos y se ha cumplido con el objetivo 
de gestión para mejorar las capacidades de respuesta a las demandas de autorizaciones ambientales, 
en un país con crecimiento económico sostenido, tanto en los proyectos tradicionales enmarcados en 
la ley relativa a la evaluación de impacto ambiental, como en otros importantes proyectos para el país. 
En particular, quisiéramos destacar lo que en el año 2012 significó la cobertura en materia de vivienda 
a través de diversidad de convenios con los Gobiernos Departamentales, los que permiten potenciar 
francamente la capacidad de llegada del Ministerio a los distintos territorios en el marco de las políticas 
de vivienda. 


Si la señora Presidenta lo permite, quisiera ceder el uso de la palabra al doctor Martínez a los 
efectos de que explique lo que tiene que ver con la Dirección General de Secretaría del Ministerio. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Buenas tardes a todos. 


Para dar cumplimiento al mandato constitucional corresponde rendir cuentas y por ello la 
Dirección General de Secretaría, que debe participar en la toma de decisiones de autoridad en el 
Ministerio, tiene como objetivo primordial los lineamientos estratégicos del Gobierno, sus cometidos 


legales y el beneficio de los diversos agentes involucrados. Asimismo, ha de facilitar el cumplimiento de 
los objetivos de las unidades ejecutoras del Inciso. Al tener en cuenta estos objetivos y siendo parte el 
Ministerio del proyecto piloto de fortalecimiento institucional en el proceso de reforma del Estado, en 
base a los lineamientos de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, de la Oficina Nacional del 
Servicio Civil y con la participación del Ministerio de Economía y Finanzas, la Dirección General de 
Secretaría culminó el proceso de definición de la estructura organizativa del Inciso y de sus puestos de 
trabajo, comprendiendo a sus cinco unidades ejecutoras. Los principales resultados fueron: la 
adecuación de la estructura organizacional para optimizar los procesos del Ministerio a la planificación 
estratégica; la mejora de las capacidades institucionales a través de la creación de nuevos cargos y 
funciones de conducción que permitan ver y estabilizar las capacidades; la optimización de los créditos 
disponibles en el Inciso para integrar recursos humanos especializados. A partir de esta fase que se 
culminó, el desafío es avanzar en la implementación de la nueva estructura y para ello se ha tenido en 
cuenta la nueva carrera administrativa, la necesaria migración de los cargos y la adecuación de la 
escala remunerativa. 


Correspondió a la Dirección General de Secretaría realizar el control legal de la información 
sometida a consideración del señor Ministro, así como la elaboración de proyectos de resoluciones 
ministeriales, oficios, notas, etcétera, suscribiéndose en el período un total de 1.546 resoluciones 
ministeriales, 364 resoluciones en el ejercicio de atribuciones delegadas, 1.983 oficios, 98 resoluciones 
del Poder Ejecutivo, 20 de la Dirección General de Secretaría y 68 en ejercicio de atribuciones 
delegadas; de estas últimas se puede decir que se diligenciaron 54 pedidos de informes de este Poder 
Legislativo. 


Uno de los principales ejes estratégicos de mejoramiento de las capacidades de gestión del 
Ministerio estuvo orientado al fortalecimiento de sus recursos humanos. En esta línea, durante el año 
2012 se efectivizaron las siguientes acciones. Se realizó un proceso general de ascensos y se 
conformaron 71 tribunales para 98 cargos de ascenso de los escalafones A, B, C, D y E, y se concretó 
el ascenso de 55 funcionarios. Asimismo, se procedió a tramitar la transformación de los escalafones 
de los funcionarios amparados en el artículo 39 de la Ley N* 18.719, se efectuaron más de 130 
llamados para contratos temporales de Derecho Público y se capacitó a más de 200 funcionarios en 
diferentes temas, tanto en cursos privados como de la Oficina Nacional del Servicio Civil. 


En el año 2012 se mantuvieron y mejoraron los resultados de sentencias judiciales 
favorables al Ministerio; la Cartera se acogió a la caducidad en procesos promovidos en su contra en 
más de 20 juicios y se dictaron 8 sentencias firmes que evitaron un desembolso millonario por montos 
globales reclamados que superaban los US$ 35:000.000. Se continuó con los planes de gobierno 
electrónico y mejora de las tecnologías de la información, para lo cual se diseñó una nueva arquitectura 
de servidores y almacenamiento, se adquirieron servidores y 155 equipos nuevos de alta gama como 
parte de la renovación y actualización de la infraestructura. Se incorporó un nuevo enlace de la Agencia 
Nacional de Vivienda para la integración del Programa Garantía de Alquileres en todas sus oficinas 
regionales. Se diseñó e instaló una solución de infraestructura para acceso remoto seguro por parte de 
funcionarios de Dinavi en procesos de inscripción, en sitios del interior del país, así como el acceso 
seguro de las instituciones del sistema público de vivienda al registro único de beneficiarios de 
vivienda. Se trabajó en la consulta web y en el seguimiento de expedientes a través del portal del 
Ministerio. 


En definitiva, la Dirección General de Secretaría entiende que en el período ha cumplido la 
misión que se le ha encomendado. 


SEÑORA ETCHEVERRY.- Buenas tardes para todos y todas. 


La Dirección Nacional de Vivienda, en el ejercicio 2012, tuvo asignado un crédito presupuestal 
de $ 3.814:000.000, ejecutando el 96% -es decir, $ 3.671:000.000- en las seis líneas que componen el 
Plan Quinquenal “Mi lugar, entre todos”. Estos recursos, si los traducimos en soluciones habitacionales, 
en 2012 representaron la adjudicación de 2.207 nuevas viviendas y 2.320 préstamos para refacción, 
ampliación o reforma de viviendas existentes a través de distintas modalidades que más adelante 
veremos. Se firmaron efectivamente 2.461 contratos en todo el territorio nacional dentro de la política 
de alquileres y con el sistema de garantía que tiene el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 


Medio Ambiente. Esto implica 6.988 soluciones habitacionales generadas en 2012. A esto debemos 
agregar las obras que se iniciaron, así como las oficinas de rehabilitación que han procedido a abrir 
llamados. Tenemos 8.102 nuevas viviendas en distintos procesos y etapas de obra, y 2.213 llamados 
abiertos para la ejecución a través de préstamos, con subsidio de asistencia técnica, para ampliación, 
reforma y refacción de viviendas existentes. 


En síntesis, la ejecución del Ministerio y de la Dirección Nacional de Vivienda en 2012 
significó, considerando las viviendas terminadas, los préstamos otorgados y las que están en obra -que 
culminarán en el correr de este año y de 2014- 17.303 soluciones habitacionales puestas en gestión 
para todos los sectores de población. 


Si fuéramos a desagregar estos números de acuerdo con cada uno de los lineamientos del 
Plan Quinquenal que mencionábamos, tendríamos que todos aquellos programas destinados a la 
generación de viviendas nuevas consumieron el 78% del crédito presupuestal. 


¿Cuáles son los programas que generan nuevas unidades habitacionales? Estamos hablando 
de una vivienda nueva que se incorpora al stock de viviendas existentes. Se trata, fundamentalmente, 
de los programas de relocalizaciones, los cooperativos, tanto de ayuda mutua como de ahorro previo, 
los de conjuntos habitacionales construidos para la población activa a través de licitaciones en las que 
participan empresas constructoras del medio y los de vivienda para jubilados y pensionistas, cuya 
población selecciona el Banco de Previsión Social y que se ejecutan, también, a través de licitaciones 
para empresas constructoras. No obstante eso, ha habido un crecimiento importante a nivel del 
proceso de descentralización y de gestión asociada que lleva adelante el Ministerio y en 2012 se 
finalizaron más de 259 nuevas viviendas a través de distintos convenios -más de 32- de 
autoconstrucción en terrenos públicos -donde la tierra es propiedad del gobierno departamental- con 
financiamiento y asistencia técnica que aporta el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente. Además, hubo distintos proyectos de realojo en diferentes departamentos, que luego 
vamos a mencionar. 


En este marco, desagregando las 2.207 nuevas viviendas, tenemos que se finalizaron 542 
dentro del Programa Cooperativo; 358 fueron destinadas a población activa y 282 a jubilados y 
pensionistas cuyo ingreso máximo no supere las dos unidades reajustables por parte del Banco de 
Previsión Social; 259 se hicieron en el marco de los distintos convenios con los Gobiernos 
Departamentales y 766 fueron ejecutadas por Mevir a través del 70% de los recursos que le aporta el 
Fondo Nacional de Vivienda. 


Las inversiones destinadas a la refacción, ampliación y reforma del stock de viviendas 
existentes -es una línea que ha profundizado el Ministerio en el entendido de que no todos los 
problemas habitacionales de la población se resuelven con una nueva vivienda, sino que hay muchas 
familias que necesitan recuperar el valor de la que tienen y adecuarla a las nuevas características 
familiares- se instrumentan a través de Oficinas de Rehabilitación y Consolidación Urbana que otorgan 
un préstamo con subsidio y asistencia técnica para su recuperación en valor. Esto se hace no solo para 
mejorar las condiciones de habitabilidad, sino también para generar un fuerte impacto en los entornos 
barriales donde están ubicadas a través de un subsidio que se efectiviza, sobre todo, para las 
intervenciones externas y en fachadas. Hoy son veintidós Oficinas de Rehabilitación abiertas en todo el 
territorio nacional y no solamente en las ciudades capitales, alcanzando localidades de mediano porte. 
Podemos nombrar Nueva Helvecia, Tarariras, Carmelo, Conchillas, Sarandí Grande, Río Branco y 
Fraile Muerto como algunas expresiones de ese crecimiento y posibilidad de respuesta a amplios 
sectores de la población. 


En términos presupuestales, las acciones sobre el stock han significado el 19 % del crédito 
presupuestal y el 3% restante es destinado a la política de alquileres. 


Los aspectos cuantitativos que acabamos de mencionar y de desarrollar desagregándolos, 
también deben ser considerados a la luz de algunas fortalezas e improntas que ha tenido la gestión del 
Ministerio a lo largo de este período. Esto significa también que hay insumos transversales a los 
programas habitacionales que se han consolidado y que debemos informar como parte de los aspectos 
alcanzados el año pasado, fundamentalmente lo que significa la puesta en gestión de la Cartera de 


Inmuebles de Viviendas de Interés Social. Esto ha implicado, sobre todo a partir de la aprobación de su 
decreto reglamentario en el período pasado, la conformación de una reglamentación que establece 
claramente las condiciones para que se pueda poner tierra pública, con todos los servicios de 
infraestructura -esto ha significado también una inversión del Ministerio a través de convenios con OSE 
y UTE para dotarlos de saneamiento, agua potable, tendido eléctrico, apertura de calles de 
subproyectos de fraccionamiento- a todos los programas habitacionales. 


Se han hecho tres llamados -en 2011 y 2012, y actualmente hay uno en curso- que han 
significado trabajar sobre más de 250 hectáreas de propiedad pública; más del 60 % de esa cantidad 
necesita inversión desde el punto de vista de las infraestructuras. De estas, en los dos llamados, en 
2011 y 2012, se han otorgado más de dos hectáreas fundamentalmente al Programa Cooperativo, lo 
que significa 400 viviendas y más familias que van a poder construir en esa tierra a la que se ha 
permitido el acceso a través de la Cartera de Inmuebles de Viviendas de Interés Social del Ministerio 
de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


Otro de los aspectos en los que se ha trabajado en el marco de consolidar la política 
habitacional ha sido el estímulo a la innovación tecnológica en los procesos constructivos. Esto ha 
significado, por primera vez, la generación de procedimientos y de normas, así como la estandarización 
de algunas especificaciones técnicas para otorgar esas certificaciones a sistemas constructivos no 
tradicionales con la participación de organismos públicos y privados. Al momento, hay cinco sistemas 
constructivos no tradicionales que cuentan con aprobación y que están ejecutando distintos programas 
habitacionales, así como un fuerte impulso, sin dudas, al Programa Cooperativo para poder disminuir la 
carga de trabajo y ajustarse en los costos y en los plazos de obra para acceder a esa solución 
habitacional en el marco de la producción social del hábitat. 


Por otro lado, el Ministerio también ha desarrollado otras capacidades que tienen que ver con 
su rol de auditor de los programas habitacionales. Esto ha significado, obviamente, la posibilidad de 
determinar aspectos a mejorar en los distintos programas que se ejecutan, no solamente hacia el 
Ministerio, sino también hacia los institutos de asistencia técnica y los organismos con los cuales 
tenemos una gestión asociada. 


Por otra parte, se ha fortalecido la coordinación interinstitucional, fundamentalmente, para 
optimizar la capacidad de respuesta del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente en su prestación -que tiene una altísima complejidad, costo y tiempo- junto con los demás 
organismos ejecutores de políticas sociales, priorizando a los sectores de mayor vulnerabilidad. Esto 
es así en el marco del Plan Nacional de Realojos, en el que las intervenciones no implican solamente 
generar una vivienda adecuada, sino también habilitar la construcción de escenarios para lograr una 
mejora en las condiciones cualitativas de vida. Esto ha significado acuerdos con el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social, con INAU y con los organismos de la Educación para garantizar el acceso 
a todas las prestaciones vinculadas con lo sanitario, lo educativo y lo laboral. 


Si los señores Senadores dispusieran de tiempo, quisiéramos mostrar un material que 
recoge testimonios de familias de Rivera, Montevideo y Canelones, en los que se muestra lo que ha 
significado este proceso de producción de sus soluciones habitacionales en un marco de integralidad, 
sobre todo, de sus condiciones de vida. 


No obstante ello, tenemos acuerdos con organizaciones del ámbito privado tendientes a 
generar acciones de mitigación con el fin de revertir los procesos de exclusión con intervenciones de 
mejora, sobre todo, en los lugares en los que hoy habita la gente. Estas acciones están vinculadas, 
fundamentalmente, con los tres programas prioritarios: Uruguay Crece Contigo, priorizando aquellas 
familias que tienen hijos entre cero y tres años; Jóvenes en Red, para aquellas familias cuyos jóvenes 
están excluidos del sistema educativo, tendiendo puentes para su reinserción, y Cercanías, para 
familias que reúnen distintas problemáticas vinculadas al consumo, violencia, etcétera. De esta forma, 
el Ministerio garantiza la prestación material de condiciones habitacionales mínimas para que estos 
programas efectivamente logren su cometido de mejorar los niveles de inclusión. 


Este es el resumen cuantitativo y cualitativo de lo que ha realizado la Dirección de Vivienda 
en el año 2012, quedando a las órdenes para cualquier ampliación. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- Queda 
hecha la oferta planteada por la señora Directora Nacional de Vivienda, doctora Lucía Etcheverry en 
cuanto a la presentación de unos testimonios durante 10 o 15 minutos. De lo contrario, el Director de 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, ingeniero agrónomo Manuel Chabalgoity, expondría lo 
correspondiente a su área. 


SEÑORA PRESIDENTA.- No sé qué desea hacer la Comisión. 
SEÑOR HEBER.- Siempre es importante contar con mayor información. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, exhibimos ese testimonio. 


(Se exhibe vídeo sobre obras realizadas por el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente en distintos lugares del país, correspondientes al Plan de Vivienda 2010-2014.) 


-Tiene la palabra el Director de Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


SEÑOR CHABALGOITY.- Señora Presidenta: brevemente, quiero decir que en términos de ejecución 
presupuestal nuestra Dirección tenía asignado para proyectos de inversión un monto de $ 21:000.000 y 
alcanzó una ejecución del 93%. En cuanto a esto, cabe decir que más del 70% está destinado, como 
vamos a ver más adelante, a cooperación con los gobiernos departamentales. 


De forma muy sintética, vamos a detallar lo relativo a las actividades. En principio, quiero 
referirme a la institucionalidad creada en el marco de la nueva Ley de Ordenamiento Territorial que, 
como los señores Senadores saben, cumplió cinco años de vigencia. Por esa Ley se creó el Comité 
Nacional de Ordenamiento Territorial, que tuvo durante el año 2012 un funcionamiento regular con tres 
sesiones ordinarias, tal como prevé su reglamento, además de una extraordinaria. Dicho Comité ha 
trabajado en conjunto temas de alcance departamental, junto con las Intendencias de San José, 
Maldonado y Soriano. En lo que hace a instrumentos nacionales de ordenamiento territorial, el año 
pasado se finalizó -y fueron aprobadas por el citado Comité Nacional de Ordenamiento Territorial- con 
la elaboración de las directrices nacionales para el espacio costero y, fundamentalmente, las directrices 
nacionales de ordenamiento territorial, trabajo que se realizó en conjunto entre el Poder Ejecutivo y la 
Comisión de Coordinación y Seguimiento, creada según el decreto reglamentario a tales efectos. Ese 
proyecto de ley ya ha sido remitido por el Poder Ejecutivo y está a estudio parlamentario, 
concretamente, en la Cámara de Representantes. 


En lo que hace a instrumentos regionales de ordenamiento territorial, como ya se sabe, 
contamos con una herramienta de elaboración concertada, no obligatoria sino voluntaria, que funciona 
con la formalización de acuerdos entre gobiernos departamentales que comparten temáticas de interés 
común y que demandan una coordinación supradepartamental, es decir, con el Poder Ejecutivo a 
través del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. En este sentido, en el año 
2012, se culminó con la elaboración de las Estrategias Regionales de Ordenamiento Territorial y 
Desarrollo Sostenible para el este del país, involucrando a los departamentos de Cerro Largo, Treinta y 
Tres, Maldonado, Rocha y Lavalleja. Habiéndose cumplido con todos los procedimientos de puesta de 
manifiesto, de trabajo con la colectividad, de varias reuniones con los Ediles y Representantes de todos 
esos departamentos -es decir que se contó con todas las garantías de la debida participación- ese plan 
de estrategias fue aprobado por los cinco Intendentes y por el Ministro. En este momento, están 
culminando los trámites de aprobación final que corresponden a las Juntas Departamentales -resta por 
aprobar una- y, a partir de allí, quedan con plena vigencia. Esto es importante porque marca, una vez 
más, lo sustantivo de estas miradas regionales que comparten determinados territorios del país, así 
como de la posibilidad real de que, efectivamente, mediante una elaboración que es estrictamente 
concertada y acordada se pueda llegar a feliz término, horizonte y miradas de desarrollo comunes a 
territorios que comparten las mismas temáticas. ¡Y vaya si la región lo comparte! 


En el marco de los instrumentos departamentales de ordenamiento territorial, dando 
cumplimiento a un cometido que la ley le asigna al Ministerio, mantuvimos en vigencia y en 
funcionamiento los convenios con los diecinueve Gobiernos Departamentales. A su vez, durante el año 


pasado se iniciaron veintinueve instrumentos de ordenamiento territorial que están en distinta etapa de 
participación pública, ya sea en talleres de consulta, en puestas de manifiestos o en audiencias. 
También se trabajó con los Gobiernos Departamentales en procesos de capacitación, a través de 
talleres y los departamentos de San José, Colonia, Artigas, Paysandú y Río Negro fueron las sedes 
donde se generaron estos encuentros de alcance regional. Asimismo, en apoyo a estos Gobiernos 
Departamentales, se llevaron a cabo jornadas nacionales para trabajar en la presentación y discusión 
de los protocolos o guías metodológicas en la Dirección de Ordenamiento Territorial, para elaborar los 
distintos tipos de instrumentos de ordenamiento territorial. Como los señores Senadores saben, la ley 
prevé un conjunto bastante sustantivo de ellos. 


En lo que hace a otros cometidos o tareas que tiene la Dirección, durante el año 2012 se 
continuó con la participación en los procesos -más allá del asesoramiento en los tramos finales y 
durante el proceso de elaboración de instrumentos relativos a los informes de correspondencia y de 
evaluación ambiental estratégica- y se tramitaron 17 solicitudes de informes de correspondencia, otros 
están a estudio, y los procesos de evaluación ambiental estratégica que se realizan en el marco de un 
grupo de trabajo entre las distintas Direcciones del Ministerio, que funciona en la órbita de la Dirección 
Nacional de Medio Ambiente. Se procesaron 324 informes vinculados con proyectos que requieren 
autorización ambiental previa, que son los que requiere el artículo 27 de la ley. 


Un elemento importante a destacar -novedoso para esta Dirección- es el acuerdo que se 
suscribió entre la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y la FAO -ejecutado a través de la Dinot- que 
tiene que ver con un proyecto que tiende al fortalecimiento, conocimiento y generación de instrumentos 
de ordenamiento territorial para el ámbito rural; justamente, una de las grandes novedades que incluye 
esto es el haber extendido a todo el conjunto del territorio los procesos de ordenamiento territorial que 
anteriormente eran, fundamentalmente, a escala de tipo urbano. 


En ese sentido, junto con la FAO y habiendo integrado un grupo de trabajo con distintas 
Direcciones del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca -Dirección General de Desarrollo Rural, 
Dirección General de Recursos Naturales Renovables, Dirección General Forestal- y también con el 
Instituto Nacional de Colonización, estamos abocados, en este momento, en dos experiencias piloto 
ubicadas, casualmente, en la región este, una dentro de la cuenca mayor del río Cebollatí -entre los 
arroyos Aiguá y Alférez- y otra en la cuenca de los arroyos Yerbal Grande y Yerbal Chico, donde se 
encuentra enclavada la Quebrada de los Cuervos, que fue la primera zona que ingresó al Sistema 
Nacional de Áreas Protegidas y que cuenta con un plan de manejo. 


Simplemente con nombrar estos territorios los señores Senadores se pueden imaginar que allí 
están desarrollándose -no necesariamente de manera armónica sino con bastante nivel de conflicto- un 
conjunto de actividades como la minería, la ganadería familiar, etcétera. 


Con esta experiencia piloto estamos tratando de ver, a través de los instrumentos de 
ordenamiento territorial y tal como mandata la ley, cómo podemos encontrar los mecanismos idóneos 
para dilucidar y conducir estas situaciones de concurrencia, superposición o conflicto. 


También se siguió trabajando en el Sistema de Información Territorial, en conjunto con el área 
ambiental del Ministerio -o sea, con la Dinama y con la Dinagua- agregando nuevas capas de 
información -particularmente, en el marco del proyecto FAO- en lo que tiene que ver con la 
actualización de lo que es el mapa de cobertura de suelos. 


También se mantiene el otro cometido del Inventario Nacional de Ordenamiento Territorial, es 
decir que no solamente se hace el instrumento sino que debe quedar registrado y se debe permitir el 
acceso a toda la población, a través de la página Web del Ministerio. Este proceso no es nada sencillo 
porque requiere un conjunto de habilidades y un software adecuado que nos permitan informar. 
Cualquiera puede acceder vía on-line y ver qué instrumento hay vigente, en qué departamento, qué se 
dispone al respecto y, en definitiva, toda la información vinculada a esto. 


Finalmente, podríamos hacer un detalle de lo que ha pasado a nivel de cada departamento, 
pero hemos enviado a todos los señores Senadores -espero que lo hayan recibido- un informe escrito, 


justamente, con un balance de todas las actividades realizadas a nivel departamental y de escala 
territorial, en el marco de lo que son estos cinco años de vigencia de la Ley de Ordenamiento Territorial 
y Desarrollo Sustentable. 


Quedamos a las órdenes para contestar las preguntas que estimen conveniente formular. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- Si la 
señora Presidenta está de acuerdo, solicito que se ceda el uso de la palabra al Director Nacional de 
Medio Ambiente, arquitecto Jorge Rucks. 


SEÑOR RUCKS.- Gracias. 


La Dinama ejecutó en el año 2012 un total de $ 150:000.000 del Presupuesto en aspectos 
vinculados al funcionamiento, inversiones y remuneraciones. Como saben los señores Senadores, en 
los temas ambientales hay una amplitud muy grande de metas de trabajo que, seguramente, resultaría 
muy largo relatar. Voy a tratar de centrarme en aquellas que, entendemos, hacen a los aspectos más 
fundamentales del trabajo que se ha realizado durante el año 2012, sobre la base de que el mayor 
desafío enfrentado en este período ha sido, seguramente, fortalecer la gestión ambiental para atender, 
en una forma equilibrada, el proceso de desarrollo sostenido que se ha generado en el país en la 
última década y que ha permitido un mejoramiento en las condiciones económicas, en los niveles de 
inversión y de ingreso y en la superación de las condiciones de pobreza. Esto, de alguna forma, ha 
significado para el país una evidente mejora en las condiciones básicas en que se desarrolla, pero 
seguramente necesita ir acompañado de una gestión ambiental que atienda también las consecuencias 
que se generan debido a estos procesos de desarrollo, como son -entre otras- una mayor ocupación 
del territorio, las presiones sobre los ecosistemas naturales, la contaminación al mismo nivel de la 
generación de residuos, en una sociedad que ha mejorado sus condiciones de ingreso y donde, por 
tanto, el residuo pasa a ser un tema que ha cambiado no solamente en cantidad, sino también en 
calidad. Estos desafíos, de alguna manera, hacen a las responsabilidades que le caben en este caso a 
nuestro Ministerio, las que tiene que enfrentar con los instrumentos de que dispone en la Dirección 
Nacional de Medio Ambiente. En este sentido, en los últimos años ha habido un incremento sustantivo 
de las acciones, tanto en la demanda de servicios que presta la Dinama como en las responsabilidades 
de atender los diversos temas que por las distintas normativas le competen. 


Agradecemos al Parlamento el hecho de que en la Rendición de Cuentas del año pasado se 
nos reconociera la necesidad de este fortalecimiento con un incremento presupuestal de $ 40:000.000, 
que fueron destinados a potenciar las capacidades institucionales -capacidades técnicas 
fundamentalmente- lo que nos permitió -y nos sigue permitiendo, porque es un proceso en 
construcción- el fortalecimiento de sectores fundamentales del trabajo, como son la División Evaluación 
de Impacto Ambiental, la División Control y Desempeño Ambiental, la Unidad de Planificación y la 
División de Evaluación de la Calidad Ambiental en particular. No obstante ello, otras áreas de la 
Dinama, como la División Biodiversidad, el desarrollo del Sistema Nacional de Áreas Protegidas y el 
trabajo que se hace a través de la Unidad de Cambio Climático han tenido un desafío importante de 
trabajo durante este período. 


No quisiera aburrir demasiado a los señores Senadores, pero nos parece que las cifras son 
muestras del desarrollo del trabajo que hemos venido realizando. En particular, en la División 
Evaluación de Impacto Ambiental durante el año 2010 trabajamos con seis funcionarios, por lo cual se 
produjo un retraso de sesenta proyectos que habían sido presentados. Durante 2012 pudimos levantar 
ese pasivo de proyectos debido al proceso de fortalecimiento, mediante el cual llegamos a tener 
veintisiete funcionarios trabajando, no solo por el refuerzo presupuestal sino también por el apoyo de 
un proyecto del BID que nos permitió dar este salto y poder ponernos al día en todo lo que tiene que 
ver con esa necesidad de inversión y con dar salida a proyectos que, evidentemente, por ser gestiones 
de evaluación insumen tiempos que también se miden en términos económicos. Todos estos aspectos 
hacen al desarrollo del país, y tenemos que ser conscientes de la responsabilidad que nos cabe. En 
ese sentido nos sentimos satisfechos por haber mejorado los niveles de desempeño y por haber 
disminuido los tiempos de las evaluaciones de proyectos. 


En el año 2012 tuvimos 297 autorizaciones ambientales previas, que es el instrumento de la 
ley referida a la evaluación del impacto ambiental que nos permite adelantarnos a los posibles 
impactos ambientales negativos que pudiera tener una inversión o un proyecto y poder ayudar al 
empresario privado o a organismos del Estado a mejorar su desempeño ambiental en ese tipo de 
proyectos, incorporando visiones técnicas de lo que deben ser las complementaciones, muchas veces 
necesarias para que esas implantaciones de proyectos tengan cuidado y respeto hacia el 
medioambiente. Además, tuvimos quince autorizaciones ambientales especiales, que son aquellas que 
se hacen sobre proyectos que fueron aprobados antes de sancionada la ley de evaluación del impacto 
ambiental y, por tanto, son ampliaciones de proyectos que no habían tenido un proceso de evaluación 
ambiental. Como dije, en 2012 tuvimos quince autorizaciones ambientales especiales y catorce 
evaluaciones ambientales de operación, es decir, las que se hacen sobre nuevas inversiones, 
otorgándose la autorización ambiental previa, que requiere ser revisada no solo en lo que respecta a la 
implementación del proyecto, sino en lo que hace al propio desempeño productivo de la actividad. 


Por otro lado, se realizó el seguimiento de todos estos proyectos. 


Quería dar algunos números respecto al tipo de proyectos que se aprobaron en 2012 para 
que tengan una idea de la magnitud y los sectores que fueron impactados a través de estos proyectos 
aprobados. Así, pues, tuvimos 80 proyectos forestales. También tuvimos 59 proyectos de canteras y 
mineros, básicamente proyectos de pequeña y mediana minería. En particular, durante todo el año 
2012, realizamos la evaluación del proyecto presentado por la empresa Aratirí para el proyecto 
Valentines, que requirió un proceso de análisis que todavía no ha culminado. Esta tarea ocupó tiempos 
técnicos importantes, dado que el proyecto presentado requería ser analizado desde el punto de vista 
ambiental. Se trata de un proyecto tremendamente complejo. 


Además, tuvimos 39 proyectos de construcciones en faja de defensa de costa, ya sea 
urbanizaciones en la costa o viviendas que estaban construidas sobre la costa. Ellos también 
requirieron análisis de tipo ambiental. 


Asu vez, tuvimos 12 proyectos de energía, particularmente de energía eólica. 


Evidentemente, dimos un salto muy importante en la presentación de proyectos eólicos 
durante 2012. Cabe destacar que muchos de ellos fueron presentados en 2010, pero no pudimos 
terminar de evaluarlos, lo que finalmente pudimos hacer en 2012. Actualmente, estos proyectos ya 
están aprobados y se encuentran en proceso de ejecución. 


Tuvimos 22 proyectos industriales de distintas dimensiones y también 45 proyectos de 
diversos tipos: de infraestructura, de características particulares. 


Para ver un poco lo que ha sido el incremento de trabajo que se tuvo en 2012, habría que 
tener en cuenta lo siguiente. Por ejemplo, con relación a los proyectos clasificados B y C -que son 
aquellos que requieren tiempos de evaluación de análisis ambiental- podemos señalar que en 2008 la 
Dinama evaluaba 30 proyectos y en 2012 fueron 56 los proyectos evaluados. En cuanto a 
autorizaciones ambientales de operación, en 2008 se hicieron 9, mientras que en 2012 fueron 40. Con 
respecto a las evaluaciones ambientales estratégicas -como lo planteaba el ingeniero Chabalgoity- 
podemos decir que estas tienen relación con aquellos proyectos que provienen del proceso del 
desarrollo de ordenamiento territorial y la definición de instrumentos en las Intendencias, que trabajan 
junto con la Dinot. Ellas tienen un proceso de evaluación ambiental estratégica, que también requiere 
participación y aprobación desde el proceso de apoyo a las resoluciones ministeriales desde la 
Dinama. También en ese campo se realizaron todos los procesos de evaluación para los instrumentos 
de ordenamiento territorial que requerían evaluación ambiental estratégica. Si bien el proyecto de la 
planta de celulosa de Montes del Plata tuvo la aprobación de la AAP durante 2011, en 2012 tuvo 
aprobaciones parciales de varios de los planes especiales de operación. En ese sentido, también 
requirió una dedicación importante por parte del personal, siendo la mayor inversión que ha tenido el 
país en términos productivos. 


Por otro lado, fue importante el proceso de desarrollo en la planificación ambiental y esa fue 
el área desde la que se trabajó la solución a los temas de residuos. 


Durante 2011 se prepararon las bases de lo que luego fue aprobado en 2012. Me refiero al 
decreto en el marco de la ley relativa a los envases para aquellos productos agroquímicos. 
Evidentemente, este problema preocupa por la dispersión de envases provenientes de la producción 
agropecuaria debido al desarrollo que ha tenido la producción agrícola en el país. Este proceso se 
generó durante 2012 y culminó este año. 


También se prepararon las bases de lo que se plantea como una ley de residuos sólidos, una 
ley integral que todavía está en un proceso de discusión en el marco de la Comisión Asesora del Medio 
Ambiente. 


A su vez se trabajó en una idea que este año fue una realidad: el decreto de residuos sólidos 
industriales y asociados, que tiene relación con algunos residuos peligrosos, de carácter tóxico. En 
esta materia el país no tenía un marco legal adecuado. 


En cuanto al tema del control y el desempeño ambiental, se continuó con la ejecución del plan 
de control y mejora del desempeño que cubre el período comprendido entre los años 2011 y 2014. Se 
hicieron 600 inspecciones directas a empresas y se desarrolló el sistema de conexión online con 
empresas de gran porte. En el caso de UPM ya existía este sistema de control, pero se amplió hacia el 
control de plantas de UTE y de Isusa, y se está trabajando también en esa línea con Montes del Plata. 


Por otro lado, se amplió la cobertura de autocontrol a 2.000 emprendimientos, a través de una 
declaración jurada que se les exige a las plantas industriales, y se desarrolló en particular todo un 
espacio de trabajo en el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca en lo que hace a los temas de 
ambiente rural. Se trabajó en la incorporación del control sobre aspectos de silos, de tambos, de 
engorde a corral, etcétera. 


En el caso de la forestación se comenzó a controlar, es decir que ya no se trata solo de 
realizar las aprobaciones de las autorizaciones ambientales previas. Y se inició también el control de 
minería, particularmente a aquellas minas de mayor desarrollo, en especial la de Orosur. 


En los procesos de control se sancionaron 65 emprendimientos por un total de 11.720 
unidades reajustables, se hicieron 6 apercibimientos y se decretaron 10 suspensiones temporales de 
actividades hasta tanto se corrigieran los problemas ambientales que generaban temas de 
contaminación o de descontrol. 


Se realizó el control de UPM, en acuerdo con CARU por el control binacional. Se hicieron tres 
entradas a la planta con el comité científico y se sacaron muestras para analizar. Las que 
correspondían a la responsabilidad de Dinama se analizaron en el laboratorio de Dinama del LATU y 
en laboratorios canadienses y se le entregó a CARU un ensayo gemelo de cada una de las muestras 
para su análisis. Toda esta información, en lo que hace a las muestras tomadas por Dinama, fue 
publicada en la página web. Se hicieron tres Comisiones de seguimiento en Fray Bentos para informar 
a la población de esa ciudad sobre el comportamiento de la planta de UPM. Se conformó, a iniciativa 
de los vecinos de Fray Bentos, una Comisión para trabajar sobre temas de olores, que comenzó a 
funcionar a partir de 2013. También se realizó lo que nosotros definimos como “control social”, 
incentivando los procesos de denuncias de descontrol ambiental. Como consecuencia de esto, se pasó 
de 60 denuncias de descontrol ambiental en el año 2010 a 106 en 2011, que fueron atendidas y 
canalizadas o resueltas, de acuerdo con cada situación particular. 


Por otro lado, se apoyaron las negociaciones internacionales en asuntos de particular 
importancia, especialmente sobre temas de químicos. Como los señores Senadores saben, Uruguay 
presidió la Comisión que negoció un acuerdo sobre mercurio. En ese sentido, durante 2012 se realizó 
una reunión a nivel global en Punta del Este, para analizar y avanzar en un tema que finalmente 
culminó con el primer acuerdo global en términos ambientales, luego del alcanzado en Río de Janeiro. 


Eso culminará este año con la Declaración de Minamata. Para esto se aportó la capacidad técnica de 
la Dinama, apoyando a la delegación uruguaya en todo el proceso de negociaciones. 


En lo que hace a los aspectos de calidad ambiental, se continuaron los procesos de 
monitoreo de calidad de agua y los análisis de los resultados para las cuencas del Santa Lucía. A su 
vez, se trabajó sobre la cuenca binacional del Río Cuareim en lo que refiere a la calidad y se diseñó el 
sistema de control integrado con Dinagua para hacer un control de cantidad y calidad en forma 
integrada. También se continuó con el monitoreo de la cuenca del Río Negro y se hizo un monitoreo en 
dieciséis puntos aguas arriba y abajo de la planta de UPM, trabajo que se viene haciendo desde el 
momento en que se tomó la línea de base, para verificar si existen comportamientos diferenciados, a 
partir de las emisiones industriales de la planta, no habiéndose detectado cambios. Estos son datos 
adicionales importantes que se hacen públicos. 


Por otro lado, se trabajó en doce puntos alrededor de la planta de Montes del Plata, para 
definir la línea de base, previo al inicio de su funcionamiento, de manera de tener información para 
poder hacer un seguimiento y monitoreo posterior. 


Se tomaron y analizaron muestras de calidad de agua del Arroyo Guayabo en la zona de 
Guichón, luego de denuncias de la población respecto a problemas que aparentemente se habían 
identificado, no encontrándose elementos que afectaran la potabilidad del agua. En esto se trabajó con 
OSE. 


Durante los meses del verano se controló la bañabilidad de las playas del Río de la Plata y 
del Océano Atlántico en un trabajo conjunto con las Intendencias cuyos territorios tienen costas en 
esos cursos de agua. 


Junto al Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, a OSE y a la Dinagua dentro de 
nuestra Cartera, se trabajó y se desarrolló un plan para el control de la cuenca del Río San Salvador, 
que abastece de agua a la ciudad de Dolores. Como todos saben, es una de las cuencas en las que se 
desarrolla mayor intensidad de producción agrícola, especialmente de soja. Se montó un sistema de 
control coordinado entre Renare y la Dirección Nacional de Servicios Agrícolas del Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca, con nuestra capacidad para el monitoreo de aguas y con OSE para el 
control de la calidad del agua que se abastece a este organismo. Este es un proyecto piloto y la idea es 
expandirlo en la medida en que resulte exitoso. 


A su vez, se logró obtener indicadores ambientales del Uruguay, información que se publicó 
en la página web, por lo que son accesibles para los distintos aspectos que caracterizan al país. 


En el marco de la Cotama, se definieron los grupos para el Gesta Aire, estableciéndose los 
estándares de calidad de aire que darían base a una normativa en ese sentido, lo que todavía está en 
consideración, pero se desarrolló en esa propuesta técnica en el 2012. 


Junto a Dinagua se definió la estructuración de un Centro Regional Categoría ll para la 
gestión de aguas subterráneas acordado y aprobado en el marco de la Unesco. La idea es atender la 
temática del agua subterránea y, en particular, dar continuidad a los trabajos que se venían realizando 
por parte de los cuatro países que comparten el Acuífero Guaraní. 


Se firmó un convenio con la Facultad de Ingeniería para la delimitación de los estándares de 
calidad relativos al ruido. Esto también está disponible para el desarrollo de la normativa. 


En los aspectos de comunicación, se realizó la campaña denominada “Nuestro ambiente lo 
hacemos todos con las pequeñas cosas”. También se hizo el lanzamiento y la redefinición del Premio 
Nacional Ambiental, intentando que el mismo reconozca los aportes del sistema educativo y del sector 
privado. 


En lo que tiene que ver con los trabajos sobre biodiversidad y áreas protegidas, durante el 
2012 se incorporaron al sistema nacional las áreas protegidas de Rincón de Franquía en Artigas y 
Grutas del Palacio en Flores. Se realizaron las audiencias públicas para la incorporación del área 
protegida de la Laguna Garzón y del área protegida desde Rincón de Pérez en Paysandú. 


Particularmente, se dio seguimiento a las convenciones internacionales, en la Convención de 
Biodiversidad se generaron acuerdos, se trabajó en la Comisión de Bioseguridad junto con las distintas 
instituciones que comparten esta responsabilidad. 


En relación al cambio climático, a través de la Unidad del Cambio Climático se participó en la 
XVIII Conferencia de las Partes en Doha, Qatar, donde se definió un nuevo período para el Protocolo 
de Kioto, bastante más débil que el anterior, y se continuaron las negociaciones para tener, a partir del 
año 2020, un instrumento vinculante sobre la base de la plataforma aprobada en Sudáfrica. 


También se trabajó en un proyecto de adaptación costera financiado por el. GEF, en 
particular con las Intendencias de Rocha, San José y se extendería hacia el resto de las Intendencias 
costeras. 


Uruguay mantuvo durante el año 2012 la Presidencia del Fondo para la Adaptación al 
Cambio Climático del Protocolo de Kioto a nivel internacional. Se aprobaron cinco proyectos MDL -que 
fueron los últimos proyectos MDL que se aprobaron- en el marco de la convención y Uruguay logró 
conseguir financiamiento a través del sistema de Naciones Unidas para el sector privado. Se inició el 
trabajo de la Cuarta Comunicación Nacional referida a la Convención del Cambio Climático; se trabajó 
a través de un proyecto integrado por el Ministerio de Industria, Energía y Minería y el Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca para el desarrollo de la utilización de los residuos forestales; se trabajó 
en la producción de energía a través del Proyecto Probío; y también en un acuerdo para trasladar la 
sede del Instituto Interamericano para la Investigación del Cambio Global -que tenía como sede San 
Pablo- a Uruguay, tema que está a consideración de la Comisión de Asuntos Internacionales de la 
Cámara de Senadores. De manera que el Instituto está esperando la resolución de Uruguay para 
trasladar al personal que actualmente se encuentra en San Pablo. La decisión que tomaron los 
diecinueve países que forman parte de este Instituto -justamente, en el año 2012, en la COP- fue la de 
instalar en nuestro país la sede de este Instituto Interamericano. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- Para 
referirse a otro tema le cedo el uso de la palabra al Director de la Dinagua, ingeniero Daniel González. 


SEÑOR GONZÁLEZ.- La acción de Dinagua se ha basado en dos cuestiones fundamentales: por un 
lado, la de rutina, propia de la autoridad de aguas, que son las autorizaciones y permisos de 
otorgamiento de agua y, por otro, el planteo de desarrollar un Plan Nacional de Gestión Integrada de 
Recursos Hídricos, también conocido como Plan Agua. 


Este Plan es un proyecto de desarrollo con un fin previsto en setiembre de 2014 y en esta 
ocasión nos vamos a referir a la parte correspondiente al año 2012. 


Comenzaré por referirme a la vertiente de actividades que implica, más allá de las novedades 
que luego enumeraremos, el trabajo que hay que llevar adelante día a día. Estamos hablando de mil 
trámites durante todo el año, que corresponden aproximadamente a más de doscientas tomas directas 
de agua de cursos naturales, más de cuatrocientas de embalses y trescientos cincuenta de agua 
subterránea. 


Ya sea en los casos de aprobaciones, autorizaciones de pozos, tomas y almacenamiento de 
agua, en general, del total de más de cinco mil obras que tenemos en registro, se pueden discriminar, 
aproximadamente, en dos mil trescientas de reservas de agua, seiscientas de tomas directas y dos mil 
cien de agua subterránea. Vale la pena indicar que de las dos mil trescientas de reserva, cerca de 
doscientas son catalogadas como grandes presas por la clasificación internacional. Esto nos posiciona 
para comprender qué es lo que maneja, día a día, la Dinagua. 


En cuanto a la formulación del Plan Agua, en el año 2012 se llegó a hacer el estado de 
situación de los recursos hídricos y se tomó la decisión de contratar una consultora internacional para 
que nos asistiera en la realización de varios de los productos principales del Plan Nacional de Gestión 
Integrada de Recursos Hídricos. 


También avanzamos en materia de adaptación a la variabilidad del cambio climático, es decir, 
en la respuesta a problemas emergentes en caso de energía y a la estrategia de construcción de 
articulaciones para la gestión del agua y la obtención de información sobre el territorio y aguas 
subterráneas presentes en él. 


Se concretó un convenio entre los Ministerios de Ganadería, Agricultura y Pesca, de 
Industria, Energía y Minería y Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, así como también 
con las Intendencias, es decir, un convenio abierto a la firma de todas las Intendencias. En principio, lo 
han firmado las de Canelones, Durazno, Flores, Florida y San José. En Ejercicios anteriores ya se 
había hecho un piloto con la Intendencia de Canelones y otros actores. En el año 2012, se avanzó en 
conjunto con la región centro sur, es decir, con Canelones, Florida, Durazno y Flores. Ese proyecto 
que se trabajó en esa región, fue finalizado durante el propio año 2012 y se ha seguido trabajando en 
algunos detalles. También se incorporó San José el año pasado en una de las iniciativas que se tuvo 
en el marco de este convenio, que fue el relevamiento del uso del agua en esa región. Concretamente, 
se agregó una hoja de declaración de fuentes de agua a la Declaración Jurada anual de Dicose, lo que 
nos dio información muy valiosa. Es importante mencionar esto porque en el proyecto de Rendición de 
cuentas los señores Senadores se encontrarán con un artículo que propone dar carácter de 
Declaración Jurada a esa declaración de fuentes de agua. 


En el año 2012 se hizo esa prueba piloto en los cinco departamentos que mencionamos y 
este año se ha extendido a todo el país, pero en forma voluntaria. Si bien la respuesta ha sido muy 
importante, porque fue de más del 70% de los involucrados, queremos llegar a cubrir la totalidad. Por 
esta razón en el artículo 251 del proyecto de ley de Rendición de Cuentas proponemos que se 
establezca la obligatoriedad de realizar una Declaración Jurada de fuentes de agua, a efectos de 
contar con la mejor información posible para realizar una gestión eficiente de este recurso. 


Asimismo, en el marco del convenio que mencionamos, se ha realizado una articulación con 
el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca para el desarrollo de soluciones de carácter asociativo, 
para dar respuesta a las necesidades de desarrollo productivo de forma sostenible y acorde a los 
problemas de variabilidad climática. Me estoy refiriendo básicamente a represas multiprediales. 
También se incorporó la Dirección Nacional de Energía dependiente del Ministerio de Industria, Energía 
y Minería en la iniciativa de incluir microgeneración en represas para riego. 


En materia del sistema de monitoreo e información hídrica ya se mencionó el piloto de 
gestión de la cuenca del río San Salvador con énfasis en la calidad de las aguas, en particular porque 
desde allí se produce el abastecimiento de agua potable a la ciudad de Dolores y para la protección de 
los suelos. Es una acción conjunta de nuestra Cartera, del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca 
y OSE. 


Durante el año 2012, prácticamente, finalizó el estudio del estado de situación del Sistema de 
Información Hídrica, que es añoso y lo heredamos de la Dirección Nacional de Hidrografía, 
dependiente del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, cuando recibimos una parte sustancial de 
sus competencias. Este sistema incluye la valiosa base de datos, desarrollada por la Dirección 
Nacional de Hidrografía durante décadas. En el año 2012 se logró un avance de prácticamente un 30% 
en la reingeniería de los sistemas de gestión de datos. 


En cuanto al fortalecimiento institucional, en el año 2012 se crearon y pusieron en 
funcionamiento los Consejos Regionales de Recursos Hídricos del río Uruguay, la laguna Merín y del 
Río de la Plata y su frente marítimo. También se constituyó un plan de acción primario de cada 
Consejo Regional en elaboración durante el año 2012. 


Por otra parte, el decreto del Poder Ejecutivo de creación y conformación de la Comisión de 
la Cuenca del Río Santa Lucía se encontraba avanzado a fines de 2012 y ya fue validado por la 
Comisión Asesora de Agua y Saneamiento -Coasas- y también comenzó la ejecución del plan de 
acción convenido en la Comisión de Cuenca de la Laguna del Sauce, que es el cuerpo de agua del 
cual se abastece prácticamente todo el departamento de Maldonado y cuya Comisión -digamos- es 
preexistente. Con respecto al panel hidroclimático, se ha avanzado con la amplia participación de 
actores involucrados en la materia. A fines del año 2012 se encontraba avanzado el convenio que 
permitirá desarrollar algunas de las actividades propuestas, con los fondos destinados a Dinagua a 
esos efectos. Actualmente ya está operativo. 


En cuanto a la administración de aguas, comenzó el proceso de actualización del sistema de 
gestión de recursos hídricos, el fortalecimiento de la estructura regional y la mejora de la capacidad de 
fiscalización. Esto implicó la compra de vehículos, agregado de personal y capacitación. Cabe aclarar 
que eran ocho las regionales de Dinagua en el país al culminar el año 2012. Los avances han permitido 
concretar este año la puesta en funcionamiento de dos nuevas regionales, llegando al objetivo de diez 
regionales, fijado cuando apenas teníamos cuatro regionales operativas en el 2010. 


En cuanto al servicio hidrológico, se realizó el mantenimiento y la ampliación de la red 
hidroeléctrica, actualización de estadísticas básicas de niveles y caudales, etcétera. También se ha 
continuado con las publicaciones que tradicionalmente hace este Servicio, y se comenzó a trabajar en 
innovaciones que se verán reflejadas en las publicaciones de este año. 


En cuanto a las aguas subterráneas, se realizó la capacitación del personal de diversas 
áreas de Dinagua, incluyendo las regionales, como forma de aproximación a la comprensión de este 
asunto, su visualización y entrada en agenda, porque el tema de las aguas subterráneas ha sido 
tradicionalmente poco atendido. 


Se continuó con la participación en la experiencia piloto de Salto-Concordia, generada a 
partir del Proyecto del Sistema Acuífero Guaraní, manteniendo el monitoreo conjunto con Argentina. 


En abril de 2012 se realizó en Montevideo un taller regional de Latinoamérica y el Caribe 
sobre el proyecto de gestión sustentable de aguas subterráneas, el cual fue patrocinado por la Unesco, 
Banco Mundial, FAO, entre otros. 


Se genera la constitución en nuestro país del Centro Regional Categoría 2 de la Unesco para 
la gestión de aguas subterráneas, en la cual se siguió trabajando para cubrir todas las instancias a 
nivel internacional, lo cual permitirá avanzar más en esta importante temática. 


En cuanto a obras hidráulicas, se realizaron un par de jornadas de intercambio técnico en el 
interior del país sobre represas en el Uruguay, con la participación de más de 40 profesionales en la 
materia. Esto dio lugar al inicio del registro de incidentes y accidentes de presas en el Uruguay. 
Estamos introduciendo el concepto de seguridad de presas, tema que nunca se trató demasiado en el 
país, aunque hay un gran número de presas existentes, es decir, aproximadamente 1.500. 


En cuanto al saneamiento, se hizo el relevamiento y la evaluación de los sistemas 
descentralizados en funcionamiento en Uruguay, destacándose un estudio bastante exhaustivo de las 
soluciones implementadas por Mevir, que constituye la mayor experiencia en la materia en nuestro 
país. Esto ya finalizó en el año 2012. 


Se procuró obtener financiación externa para la instalación de una planta de experimentación 
de saneamiento alternativo en terrenos cedidos por OSE en Canelones, pero no se tuvo éxito todavía, 
aunque el proyecto ya está formulado. 


En el año 2012 también se realizaron guías técnicas para humedales de tratamiento, lo cual 
estaba para fin de año. 


Se está trabajando en la identificación y en el estudio de nuevas alternativas de 
saneamiento. En ese sentido, está en elaboración un informe sobre sistemas condominiales de uso 
extendido en Brasilia; eso también se comenzó en el año 2012. 


En cuanto a inundaciones y drenajes, ha habido avances importantes en mapas de riegos de 
las ciudades de alta y muy alta prioridad. Hubo un apoyo al Plan Nacional de relocalizaciones, 
trabajando en coordinación con la Dirección Nacional de Vivienda. También se dio apoyo para la 
conformación de la cartera de tierras para el Sistema Nacional de Viviendas, y se avanzó en los 
catastros de drenaje pluvial en las ciudades de muy alta prioridad. 


Durante el año 2012 se firmó un convenio para los estudios previos del Plan de Aguas 
Pluviales Urbanas de Paysandú y se comenzó a trabajar en soluciones integrales para saneamiento, 
drenaje pluvial y vialidad en Ciudad del Plata, en San José. A estos efectos, Dinagua lideró una 
coordinación interinstitucional entre nuestro Ministerio, la Intendencia de San José y OSE. 


En cuanto a la actividad internacional relevante, podemos mencionar la participación en el 
Foro Mundial del Agua, donde Uruguay presidió la mesa redonda ministerial sobre derecho al agua 
potable y al saneamiento, confirmando los buenos conceptos que existen sobre nuestro país a escala 
internacional en esta materia y que fueron reconocidos por la relatora especial de las Naciones Unidas 
en su visita a Uruguay y que también participó de esa instancia. Asimismo, participamos en la 
Conferencia de Directores Iberoamericanos del Agua donde, como país, tenemos la responsabilidad de 
realizar dos cursos técnicos para toda la región de Iberoamérica. También participamos en jornadas y 
reuniones de la Comisión Binacional de la laguna Merín como invitados permanentes y en la del río 
Cuareim como miembros plenos. Cabe destacar que hubo avances muy importantes en la coordinación 
con la Agencia Nacional de Aguas de Brasil para el monitoreo conjunto de la laguna Merín y del río 
Cuareim, lo que comenzará este año. 


Habría más cosas para decir, pero no quiero aburrir a los señores Senadores. 
Muchas gracias. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE..- No sé si 
hay consultas con respecto a lo que ha sido la rendición de cuentas o pasamos a las propuestas del 
articulado. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Vamos a analizar los artículos y después damos paso a las preguntas que 
puedan surgir. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- El 
artículo 251 acaba de ser planteado por el Director de Dinagua, por lo cual podríamos pasar al 
siguiente, no sin antes mencionar que todo el articulado carece de significación desde el punto de vista 
económico. No hay niveles de incremento de gastos, salvo en un único artículo correspondiente a 
OSE, que tiende a regularizar una situación y no es significativo económicamente hablando; si mal no 
recuerdo, se trata de algo más de $ 194.000 anuales. En el sentido estricto de lo que es la Comisión de 
Presupuesto, no les traemos problemas. 


Si la señora Presidenta lo permite, para explicitar el contenido y la fundamentación del 
artículo 252, quisiera ceder el uso de la palabra al Director Rucks. 


SEÑOR RUCKS..- Aquí hay un aspecto muy sencillo, que es la sustitución del numeral 3) del artículo 6* 
de la Ley N* 18.567, de 13 de setiembre de 2009, donde se deslizó un vacío -por decirlo de alguna 
manera- con relación a lo que son las competencias ambientales de la normativa nacional. 
Simplemente se hacía referencia a las responsabilidades departamentales y, por lo tanto, la gestión 
ambiental quedaba exclusivamente como responsabilidad departamental, pero con el artículo 
sustitutivo que se propone se saldaría este vacío y se dejaría en claro que hay una competencia 
coincidente y complementaria desde el punto de vista nacional con los Gobiernos Departamentales. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- Si la 
señora Presidenta lo entiende pertinente, cederíamos el uso de la palabra a Daniel González para que 
explique lo relativo al artículo 253. 


SEÑOR GONZÁLEZ.- Se trata simplemente de solucionar un problema y es algo que debió haberse 
hecho antes. La Comisión Honoraria para el Estudio del Aprovechamiento Integral de la Cuenca del 
Río Santa Lucía fue creada por ley en diciembre de 1985 y comenzó a aplicarse en 1986, pero hace 
muchos años que dejó de funcionar. Evidentemente, si se consulta la Ley se podrá apreciar que había 
sido pensada en base a un concepto de desarrollo en términos económicos, es decir, una 
conceptualización bastante diferente al desarrollo sostenible del que se habla hoy en día y que ha 
tenido una cierta evolución. Además, se conformaba casi básicamente con integrantes de gobierno y 
alguna participación de la academia y nada más, lo que no está de acuerdo con los conceptos y, en 
definitiva, con la política de Estado que se viene desarrollando a partir de la reforma constitucional de 
2004 y de la Ley N* 18.610, de Política Nacional de Aguas, en la que se determina que en las 
Comisiones de cuenca deben intervenir el gobierno, los usuarios y la sociedad civil. 


Por otra parte, el remplazo existe porque ya está funcionando la Comisión de la Cuenca del 
Río Santa Lucía -incluso ya ha sesionado un par de veces- con la concepción de la política de Estado 
en la materia, en los nuevos términos, conforme a un decreto del Poder Ejecutivo. 


Por estas razones consideramos de orden y prolijidad dejar sin efecto esta disposición, ya que 
la norma debió haberse derogado hace bastante tiempo cuando se creó la nueva institucionalidad. 
Además, en los hechos esa Comisión no funciona. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- Los 
artículos 254 y 255 tienen que ver con ordenamiento territorial, por lo que pediríamos que los explicara 
el Director de Ordenamiento Territorial. 


SEÑOR CHABALGOITY.- El artículo 254 simplemente busca salvar un error que se deslizó en la Ley 
N“ 19.044, de fines del año pasado. Dicha iniciativa surgió con el fin de subsanar un conjunto de 
situaciones que se generaron en el país a raíz de los fraccionamientos, tanto en áreas urbanas como 
rurales, a partir de la vigencia de la Ley de Ordenamiento Territorial, la que no tuvo una observancia 
correcta en todo el país. Por tal razón, en acuerdo con el Ministerio de Economía y Finanzas, a través 
de la Dirección Nacional de Catastro, y con el de Educación y Cultura, mediante la Dirección Nacional 
de Registros, se presentó un proyecto de ley que fue aprobado por este Parlamento. Ocurre que el 
último inciso del artículo 1% que contemplaba las excepciones para fracciones menores a cinco 
hectáreas o tres en suelo rural, quedó referido a una ley incorrecta. Entonces, ahora se modifica para 
referirlo a la Ley de Centros Poblados, que es la que corresponde. 


El artículo 255, también en el marco de lo que es la actualización a partir de la 
implementación de la Ley de Ordenamiento Territorial, dispone la derogación del artículo 15 de la Ley 
N* 10.723, de 21 de abril de 1946, de Centros Poblados, en la redacción dada por el literal H) del 
artículo 83 de la Ley N* 18.308, de 18 de junio de 2008, de Ordenamiento Territorial, ya que entraba en 
contradicción con las disposiciones del artículo 38 de la propia ley. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- El 
artículo 256 tiene algún contenido económico y solicito que sea explicado por el Doctor Traversa. 


SEÑOR TRAVERSA.- Mediante el artículo 256 se pretende autorizar a OSE a celebrar contratos de 
función pública con las personas que a la fecha de promulgación de la presente ley tengan vínculo 
contractual con el organismo mediante el arrendamiento de servicios para la prestación de la función 
de encargado de molino. Se trata de personas que históricamente se vincularon con OSE y su tarea 
era la de encargarse, en pequeñas localidades, de la bomba de agua para el suministro. Con el paso 
del tiempo comenzaron a realizar otras funciones y se convirtieron en verdaderos referentes de OSE 
en cada uno de las localidades. La vinculación de los molineros con OSE se dio siempre a través de un 
contrato de arrendamiento de servicio, el cual excluye que formal y jurídicamente se los pueda 
catalogar de funcionarios públicos. No se puede dejar de reconocer que a la fecha el más antiguo de 


los molineros presta funciones para OSE desde hace 42 años y el más nuevo hace 15 años que se 
encuentra vinculado con el Organismo. Por dichas razones se justifica regularizar la situación de los 
molineros vinculándolos con el Organismo a través de un contrato de función pública. En conclusión, la 
norma que se propone alcanza solamente a once personas, quienes a la fecha desempeñan la función 
de encargado de molino mediante la modalidad de arrendamiento de servicio y cuya relación 
contractual se hubiese iniciado con anterioridad al 1.2 de enero de 1998, fecha en que se celebró el 
último contrato de este tipo. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- Para 
continuar con la consideración de los artículos 257 y 258 solicito que haga uso de la palabra el Director 
de Ordenamiento Territorial. 


SEÑOR CHABALGOITY.- En estos dos casos se trata de una corrección luego de los procesos de 
implementación de algunos ajustes. El artículo 257, en particular, refiere a la redacción que sobre la 
Ley N* 17.292, de Urbanización de Propiedad Horizontal introdujo la Ley N* 18.367, de 10 de octubre 
de 2008. La corrección refiere solamente a que la excepción que se introducía en la Ley N* 18.367 en 
cuanto a habilitar superficies mayores de 10.000 metros cuadrados en tramos de circulación pública en 
los suelos categorizados como suburbanos, rija no solo para la propiedad horizontal de la Ley N* 
17.292, sino para todo tipo de propiedad que está vigente desde de la década de los cuarenta. 


El artículo 258 pretende resolver un tema en los porcentajes de superficie y las formas de 
transferir -cuando se fracciona suelo- los espacios de uso público y las áreas de Vialidad a los 
Gobiernos Departamentales correspondientes tratando de conciliar lo que dispone la Ley de 
Ordenamiento Territorial con lo que establecía el Decreto Ley N* 14.530, de junio de 1976, dejando 
expresado claramente cuáles son esos porcentajes -en ningún caso podrán superar el 20% del total de 
fraccionamientos- exceptuándose las áreas de circulación pública, y cómo se deja constancia de la 
cesión simplemente en el plano de fraccionamiento respectivo. Esto va de suyo con la derogación que 
se produce en el último inciso del único artículo del Decreto Ley, que justamente refería a lo que 
estamos ajustando a la Ley de Ordenamiento Territorial en este momento. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- En el 
artículo 258 del Repartido de la Cámara de Representantes quiero advertir una falta. En el penúltimo 
párrafo, se dice: “Las áreas que se transfieran de pleno derecho no podrán ser inferiores al 10% (diez 
por ciento) u 8% (ocho por ciento) de acuerdo a lo establecido en al artículo 38 de la Ley N* 18.308”. 


4» «_” 


Debe decir “el artículo 38”, no “al artículo 38”. Se debe cambiar la “a” por una “e”. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Gracias, señor Ministro. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- Para el 
tratamiento de los artículos 259, 260 y 261, pido que se ceda la palabra a la Directora Nacional de 
Vivienda, doctora Lucía Etcheverry. 


SEÑORA ETCHEVERRY.- En el artículo 259 se plantea la habilitación al Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y a los servicios técnicos -fundamentalmente a la Dirección 
Nacional de Vivienda- que desempeñan tareas dentro de la Cartera de Inmuebles de Viviendas de 
Interés Social para realizar tasaciones vinculadas estrictamente a dos situaciones: cuando son 
inmuebles que se desafectan de otro organismo público hacia la referida Cartera o de ésta hacia 
programas destinados a viviendas de interés social. Esto ya ha sido acordado también con la Dirección 
Nacional de Catastro en el marco de servicios complementarios y que coadyuven a lograr una mayor 
eficiencia en la habilitación de estas tierras para los distintos programas habitacionales. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- En el 
texto del artículo 259 del repartido de la Cámara de Representantes hay una imprecisión con respecto 
a cuál era el carácter que queríamos darle. 


En concreto, en la enumeración del literal B), se dice: “Cuando el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente enajene inmuebles cuyo destino sea la construcción de 


viviendas de interés social. En las referidas afectaciones o enajenaciones de inmuebles”. A partir de 
ese punto y seguido, la intencionalidad y la definición era que fuera aplicable al caso A) y al B). De la 
forma que está planteado, el literal A) no queda contemplado, por lo que queremos advertir de esta 
dificultad a la hora de la redacción. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Señor Ministro: ¿usted refiere a que el último párrafo debería ser un punto y 
aparte para abarcar los literales A) y B)? 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- Exacto, 
un punto y aparte para que queden abarcados ambos literales. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quedó claro. 


SEÑORA ETCHEVERRY.- El artículo 260 establece una ampliación a las potestades que ya tiene el 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente con respecto a las rescisiones 
administrativas. Hasta la actualidad, las mismas se podían procesar solamente ante la verificación de 
la no ocupación real y efectiva de la vivienda por parte de los adjudicatarios originales, y lo que se 
solicita es que también pueda considerarse en este procedimiento, con las debidas garantías, cuando 
hay un incumplimiento en el pago de las obligaciones establecidas por la reglamentación respectiva de 
ese programa. 


El artículo 261 agrega un literal al artículo 33 del Tocaf, que es el que habilita determinadas 
situaciones de compra directa. De esta forma, se incorpora otro literal en el que se prevé que exista 
riesgo de vida por inhabitabilidad de la vivienda -lo que va a requerir la ejecución de los servicios 
técnicos del Ministerio a los efectos de determinar los problemas estructurales que tenga la vivienda- 
pero también violencia o maltrato que pongan efectivamente en riesgo la vida de quienes allí residen. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- A los 
efectos de la consideración de los artículos 262 y 263, quisiera que hiciera uso de la palabra el Director 
Diego Traversa. 


SEÑOR TRAVERSA.- El artículo 262 refiere a la sustitución del artículo 32 de la Ley N* 18.840, que 
establece la obligatoriedad de conexión al saneamiento. Dicha ley obliga a los propietarios o 
promitentes compradores, frentistas a una red de saneamiento, a conectarse a la misma. El artículo 39 
refiere a la publicidad de las nuevas redes de saneamiento y se establece que se deberán hacer 
publicaciones durante diez días corridos en dos diarios de circulación nacional y en el Diario Oficial, así 
como en la facturación mensual. Desde la aprobación de la ley se ha detectado que este mecanismo 
de publicidad no ha sido efectivo, que no ha llegado -como se pretendía- a los obligados de conectarse 
al saneamiento. Además, resulta ser un sistema bastante oneroso porque hay que detallar todas las 
redes y calles por las que pasa el saneamiento. Por esos motivos -falta de eficacia y costo del sistema- 
se ha resuelto proponer esta modificación en la que se deja librado a la reglamentación que OSE 
pueda regular un abanico de posibilidades de publicidad en estos casos, ya sea a través de la factura o 
de sus notificadores. La idea es que de esta forma se llegue no solo a quien ocupa la vivienda, que 
puede ser un arrendatario, sino a los efectivamente obligados, que son los propietarios o promitentes 
compradores. 


Respecto al artículo 263, la norma pretende permitir el ingreso al régimen de Propiedad 
Horizontal a una cantidad de conjuntos habitacionales construidos en predios del Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, del Banco Hipotecario o de los Gobiernos 
Departamentales en convenio con el Banco, pero sin permiso de construcción. Por ese motivo, los 
complejos hoy no cumplen los requisitos solicitados por las distintas normas de incorporación al 
régimen de Propiedad Horizontal hasta ahora vigente, incluida la propia Ley N* 18.795, de promoción 
de la vivienda de interés social. 


En la actualidad, el artículo 12 de la Ley N* 14.261, de ingreso a la propiedad horizontal, 
prevé la sustitución del permiso de construcción por el relevamiento integral. Sin embargo, esto se 


aplica solo cuando el permiso se haya destruido o extraviado y no cuando se haya construido sin él, 
como en este caso. 


La Agencia Nacional de Vivienda ha identificado, a la fecha, entre los fideicomisos que 
administra, unos 45 complejos en todo el país que están en esta situación, lo que abarca a unas 3.400 
viviendas. Con el ingreso a la propiedad horizontal se podrán otorgar las escrituras de compraventa a 
favor de los promitentes compradores que cumplan con sus obligaciones y también se resguarda a los 
organismos obligados, de posibles acciones judiciales. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- Como se 
verá, todos los artículos propuestos tienden a dotar de mayor eficiencia y eficacia al trabajo, recogiendo 
las distintas dificultades que se han presentado en la gestión de la diversidad de los temas que le 
competen al Ministerio. 


SEÑOR TRAVERSA.- Con el artículo 264 se pretende extender el régimen establecido en el artículo 18 
de la Ley N* 18.795, que es la Ley de Promoción de Vivienda Social, a los edificios de los complejos 
habitacionales construidos con financiación del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente. Simplemente, se modifican los literales c) y f), abriendo la posibilidad, cuando financia el 
Ministerio, de la incorporación al régimen de Propiedad Horizontal a través de este mecanismo. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- Quisiera 
saber si ya han considerado dos artículos que refieren al Banco Hipotecario, que son el 327 y el 328, 
que no están dentro del Inciso. Si los señores Senadores no han recibido una explicación al respecto 
en otro momento, quizás podríamos abordar ese tema ahora, para lo que cedería el uso de la palabra 
al Director Traversa. 


SEÑOR TRAVERSA.- El artículo 327, sustituye el actual artículo 89 de la Carta Orgánica del Banco 
Hipotecario del Uruguay. De acuerdo con lo allí dispuesto y en la Ley N* 18.125, el Banco puede 
ejecutar extrajudicialmente sus créditos con una base de 75% del valor de tasación catastral para el 
primer remate y hasta el 50% de esa tasación para el segundo remate. 


La base de 75% en el caso del primer remate, que introduce la Ley N* 18.125, permitió que 
durante estos años -desde el 2007- se pudiesen rematar los inmuebles por encima del valor de 
tasación referida. No obstante, en tanto los valores de tasación catastral no han acompasado los de 
mercado y considerando que la norma que se pretende modificar prohíbe al Banco hacer posturas en 
los remates extrajudiciales para defender su crédito, se ha dado algún caso en que la postura fue 
sensiblemente menor al valor de tasación del Banco, por lo que se terminó malvendiendo inmuebles en 
detrimento de la recuperación de los créditos concedidos y del patrimonio de los deudores. La 
prohibición de realizar posturas en los remates extrajudiciales tenía su sentido en un régimen que 
establecía como base la tasación de la deuda por el crédito hipotecario más los gastos, no en esta 
nueva tasación de la Ley N* 18.125. Con la disposición proyectada se autoriza al Banco a hacer 
posturas en los remates judiciales y extrajudiciales regulados por la Carta Orgánica del Banco 
Hipotecario, pero con ciertos límites. Esto es, ofertas que no sobrepasen el 90% del valor de tasación 
del inmueble, establecido por el tasador del Banco ni dos veces el valor catastral del inmueble porque, 
por un tema de política de riesgo, no es la intención del Banco hacerse del inmueble, sino proteger sus 
créditos. 


El artículo 328 dice lo siguiente: “Se autoriza al Banco Hipotecario del Uruguay a capitalizar 
los ajustes por revaluación de bienes de uso por la suma de $ 491:000.000.” La justificación de esta 
norma es que, al 31 de diciembre de 2012 el Banco presentaba un saldo de la cuenta de patrimonio 
denominada ajuste por revaluación de bienes de uso por la suma referida. Dicha suma corresponde al 
total de reajustes a los referidos activos, como ser inmuebles, muebles, útiles. Tal partida es 
considerada en el cómputo de la responsabilidad patrimonial neta de las instituciones de 
intermediación financiera, de acuerdo a lo establecido en el artículo 124 de la recopilación de normas 
de regulación y control del sistema financiero del Banco Central. A efectos de que el Banco Hipotecario 
no vea disminuida la responsabilidad patrimonial que acredita frente al Banco Central, es necesario 
capitalizar la partida contabilizada actualmente como ajuste por revaluación de bienes de uso. 
Simplemente, se trata de una imputación contable que no altera las cuentas nacionales ni el total del 


patrimonio del organismo. En tal sentido, por ser una institución del Estado, el capital del Banco 
Hipotecario y sus incrementos deben ser autorizados a través de norma legal, lo que se pretende hacer 
a través de este artículo. 


SEÑOR HEBER.- La información que hemos recibido ha sido mucha y tendremos que ir canalizándola. 


A nuestro juicio, esta Cartera -concretamente en lo que respecta a la Dirección Nacional de 
Medio Ambiente y a la Dirección Nacional de Ordenamiento Territorial- tiene una importancia muy 
trascendente en el desarrollo ordenado del país, a tal punto que creo que, quizás, en alguna instancia 
de la nueva Administración tendremos que otorgarle mayor jerarquía y más fondos para cumplir con su 
misión. Las tareas de impacto ambiental y de ordenamiento territorial hacen a una buena planificación 
del país, sobre todo, a la preservación de lo que somos. Además, es una tarea típica del Estado, 
porque nadie la puede cumplir más ni mejor que el propio Estado. Por lo tanto, la posibilidad de 
otorgarle rango ministerial será algo que el sistema político tendrá que analizar para la próxima 
Administración, como forma de darle la jerarquía que merece a un tema que para nosotros es tan 
importante. Este es un comentario al margen, pero me parece que la Dirección Nacional de Medio 
Ambiente necesita todo el apoyo del Estado y contará con nosotros para tener los recursos financieros 
que sean necesarios, porque para nosotros es vital. 


Con respecto al tema de la concreción de la Dirección Nacional de Vivienda, en primer lugar, 
debemos reconocer que las planillas que nos han informado en esta oportunidad han mejorado 
sustancialmente con respecto a las del año pasado. ¿Por qué? Porque empezamos a concretar más 
para poder visualizar los niveles de rendimiento, ya que el hecho de que en las planillas del año 
pasado se hablara de obras iniciadas y se contabilizaran dentro de lo que podía ser la Rendición de 
Cuentas, me parece que no era de recibo, así como tampoco que se hablara de obras o soluciones 
habitacionales cuando se hacían conexiones con el tema del saneamiento. Creo que está planilla está 
más ajustada. De todos modos, tenemos problemas de interpretación y, quizás, sea un poco tedioso 
para los compañeros de la Comisión, así como para la delegación invitada, pero no terminamos de ver 
realmente cuáles son los niveles de ejecución en vivienda nueva. 


Quisiera aprovechar esta instancia con el Ministerio para entender la información que nos 
traen, que es distinta -quizás no la estemos leyendo bien- y en este sentido, no adjudico 
intencionalidad al tema sino que, por el contrario, queremos tener claro cuáles son los niveles de 
ejecución. 


En primer lugar, la planilla que viene en los repartidos y en el informe económico financiero 
del propio Ministerio, trae una Rendición de Cuentas del año 2012 que habla de obras terminadas y 
obras en ejecución. Si estamos hablando de obras terminadas, son de 2012, y si son en ejecución, se 
incluirán como obras terminadas en 2013. No me parece lógico que esa información la incluyamos en 
la misma planilla y en las mismas columnas. Como información, es importante saber cuántas obras se 
están ejecutando pero, reitero, no me parece lógico que las incluyamos como obras rendidas en 2012, 
cuando están en ejecución. 


Este es el primer tema que me gustaría analizar con el Ministro, con la señora Directora 
Nacional de Vivienda y sus asesores, porque ahí vamos desmenuzando la situación. 


Coincido con la Directora Nacional de Vivienda en cuanto a que no debemos tener una visión 
exclusivamente “viviendista” -creo que ese fue el término empleado- pero, tal como lo vimos 
anteriormente en los testimonios, hay un trabajo de asistencia social de la problemática del barrio al 
que es importante acceder e informar al respecto, de modo tal de poder generar la inclusión que 
queremos. Esta problemática no se arregla únicamente con una vivienda, sino que hay un tema de 
inclusión del barrio y de mejorar el entorno, porque nos parece indispensable abordarlo así para que no 
sea simplemente algo que la familia recibe como una dádiva. El hecho de que la gente construye su 
vivienda genera una autoestima necesaria en todo esto, tal como escuchamos en los testimonios que 
se han acercado. 


Pero hay que concretar viviendas. Creo que, como todo en la vida, esto tiene que guardar un 
equilibrio y no debemos enfocarnos exclusivamente en la construcción de viviendas para llenar 
números, ni pasarnos haciendo análisis socioeconómicos, territoriales y urbanos que vayan en 
desmedro de la ejecución de viviendas. 


Por eso me interesa analizar la planilla sobre los resultados concretos y efectivos, en cuanto 
a la construcción de viviendas. 


En los planes que se establecen, que son varios y que iremos analizando, se muestran datos 
que no se condicen con la planilla que se nos presenta. Me explico: con respecto al Plan Nacional de 
Relocalización -que es muy importante y, para nosotros, quizás es uno de los temas fundamentales, sin 
desmedro de los otros planes, porque es, justamente, a lo que todos apuntamos- al término del informe 
económico financiero se dice que al finalizar 2012 se estaban gestionando 1.200 realojos. ¿Qué quiere 
decir gestionar en este caso? Me gustaría si me pudieran contestar. ¿Se está entregando la llave o no? 
¿Se está realojando o no? ¿Esto está en trámite administrativo o está en construcción? Me parece 
importante saber esto para desmenuzar el tema. Reitero que se dice que se están gestionando 1.200 
realojos, pero en la planilla se habla de 226 terminados. Es muy diferente, si estamos diciendo que hay 
226 familias que se realojaron, a que se estén gestionando 1.200 realojos. Habría casi mil que se están 
ejecutando o, más precisamente, 970, como dice el informe de las planillas. 


Entonces, volvemos a la terminología que genera confusión y lo que quiero es interpretar bien 
porque, si hay problema en las ejecuciones, queremos ayudar a que se ejecuten más; se trata de 
resolver el problema. 


Este comentario no es una crítica; me parece que es importante analizar qué estamos 
logrando realmente como realojo efectivo y lo que se está gestionando, que es con miras hacia el 
futuro. 


En lo que respecta a la Rehabilitación y Consolidación Urbano Habitacional -siempre estamos 
manejando definiciones muy pomposas- se dice que este programa apunta a la estructuración, 
equipamiento de barrios que aún no han alcanzado estándares suburbanos dignos y a la recuperación 
y reutilización de espacios de tejido formal. Al respecto, el informe económico financiero expresa que al 
finalizar el 2012 habrá en ejecución convenios en varios departamentos correspondientes a 939 
viviendas nuevas. Esto es lo que detalla el informe escrito, pero si uno mira la planilla puede ver que 
hay 3.000 viviendas terminadas. Entonces, ¿en qué quedamos? ¿Hay 939 ejecuciones de convenios 
en el departamento, o son 3.000? Además, figuran 7.600 en ejecución, lo que totaliza unas 10.000. 


Ahora bien, tal como se dice, esta es una estructuración, un equipamiento de barrios que aún 
no han alcanzado estándares suburbanos dignos, y una recuperación y reutilización de espacios de 
tejido formal. Supongo que esta medida -ya sean 939 o 3.000; ahora me lo van a aclarar- está dada en 
función del beneficio del barrio. O sea, hay que considerar cuántas viviendas son beneficiadas por la 
estructuración y equipamiento de barrio que aún no ha alcanzado estándares suburbanos dignos; 
supongo que estará medido de esa manera, pero solo supongo, porque ¿cómo se puede medir 
vivienda a lo que no es vivienda, sino estructuración y equipamiento de barrio? ¿Cómo se traduce eso 
para poder decir: “en este barrio ayudamos a tantas viviendas”? Supongo que en función de que hay 
algún análisis, algo que pueda ilustrar; aclaro que no sé, por eso estoy preguntando. 


Con respecto al Programa de Barrios ex-PIAI, en el informe económico financiero se dice que 
en el año 2012 los recursos ejecutados ascendieron a $ 406:000.000, dieciséis asentamientos que 
benefician a 1.424 hogares. Si uno mira la planilla en función de estos datos, puede ver que hay una 
equivocación notoria, porque el comentario del informe no concuerda con lo que dice el ex-PIAl, que 
habla de 6.780 -supongo que mejoramientos de barrio- de 1.424 hogares que se beneficiaron, pero 
dice que hay 128 terminadas y que en ejecución hay 6.652. Entonces, ¿cómo puede ser? En la planilla, 
en el cuadro correspondiente a 2011 dice “sin datos”; sin embargo, en el 2010 figuran 2.861 
ejecutadas, del 2011 -como dije- no hay datos, y en el 2012 hay 128 ejecutadas, y 6.652 en ejecución. 
Estas cifras son bastante cambiantes; tendría que haber una explicación para que no haya datos de 
2011, haya una buena cantidad en el 2010 -2.861 viviendas- y solo 128 terminadas en el 2012. ¿Qué 
pasó en el 2011? ¿No hubo absolutamente nada? Alguna explicación tendrá que haber como para que 


sean solamente 128, pero no se pueden contabilizar 6.780 viviendas, porque están en ejecución; 
vendrán en el 2013, pero no en el 2012, que son 128. 


El Programa Nuevas Urbanizaciones contiene, a su vez, varios programas y allí figuran 261 
hogares. Es un programa cuyo objetivo es urbanizar terrenos en el marco de las políticas de alcance 
nacional, departamental y municipal, de acuerdo con la Ley de Ordenamiento Territorial a través de 
acciones público-privadas. El proceso se inició en el 2012 con 261 hogares. No se iniciaron. Volvamos 
a lo mismo: no pongamos obras iniciadas, que seguramente vendrán en el informe -y ojalá sean 
muchas- de 2013. Pero no son obras concretadas en 2012, y ahora estamos hablando de Rendición de 
Cuentas del año 2012. El informe dice que se inician esas 261 obras en 2012. 


A su vez, se refiere al marco de política de tierras. Quiero mostrar especialmente mi 
preocupación con respecto a este tema porque, por distintos motivos político partidarios, he tenido 
oportunidad de visitar los distintos municipios de todo el país. He vivido una muy buena experiencia 
con todos los partidos políticos que tienen la responsabilidad de esos municipios y alcaldes. Quiero 
destacar que ha sido un clamor el que he escuchado. Sé que este no es un tema del Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, y que muchas veces tiene que ver con los 
gobiernos departamentales. Aclaro que no fui a los gobiernos departamentales, sino a los municipios. 
En Montevideo, en Canelones, y en todo el país sin excepción tenemos una crisis realmente grave en 
cuanto a la política de tierras. Esta crisis está afectando a muchas familias jóvenes que pueden 
afincarse en planes de vivienda en donde únicamente Mevir brinda auxilio en ese tipo de poblados. 
Estoy hablando de los municipios, no me refiero a los gobiernos departamentales que ustedes nos 
estaban presentando aquí en Tacuarembó, en Paysandú y en otros departamentos. Estoy hablando de 
las pequeñas ciudades y villas, pero también en lugares en los que a veces los municipios exceden a 
esto, como pueden ser los municipios montevideanos, en donde los alcaldes del Frente Amplio se han 
quejado amargamente de la situación y crisis de tierra. 


En el informe económico-financiero se habla de políticas de tierra y se dice que se consolidó 
el procedimiento para estudios de terrenos, que se realizó el segundo llamado para tierras destinadas a 
cooperativas y que se adjudicó un total de seis hectáreas destinadas a viviendas nuevas. Considero 
que esto está bien. 


Esto es en Montevideo, ¿no es así? 


(Intervención de un miembro de la delegación del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, que no se escucha.) 


-¿En todo el país? Entonces, esto es la confirmación de que estamos ante un problema. Con 
esto no estoy tratando de hallar un responsable político; estoy tratando de identificar un problema. Y 
creo que tenemos un problema grave porque mucha gente en el interior y en los barrios de Montevideo 
tiene dificultades para acceder a la vivienda, sobre todo porque se hace difícil tener una política de 
tierras en esta materia. Pero ese era un comentario sobre las nuevas urbanizaciones. 


Al mirar la planilla veo que en ella los números cambian sustancialmente si hablamos de las 
obras terminadas y de las que están en ejecución. 


Se dice que la política de incentivo de inversión privada en VIS asciende a 2.527, pero yo 
entiendo que se trata de proyectos. ¿Y cuántas concreciones se realizaron? ¿Cuántos de esos 
proyectos se concretaron en vivienda? ¿Podemos contar con esa información para poder evaluar? 


Cuando miramos el informe, en él se establece que en 2012 se recibieron y aprobaron 
proyectos que involucran 2.527 viviendas. Reitero, proyectos. Eso es lo que dice el informe, lo que 
implica una inversión de US$ 391:000.000. Redondeemos la cifra en US$ 400:000.000. Me parece 
bien. ¿Pero cuántas de esas se realizaron en 2012? ¿Son obras que ya se concretaron o son 
proyectos que van a concretarse en 2013? Todas estas son informaciones a partir de las cuales 
podemos hacer una evaluación real del tema. 


En la planilla nos incluyen política nacional de alquileres para viviendas nacionales. Se habla 
de 2.461 soluciones. Son garantías de alquiler. ¿O me equivoco? Entonces, si son garantías de 
alquiler, me parece que está bien. Pero pongámoslo en otro rubro. No lo incluyamos en el rubro de 
vivienda; es una garantía de alquiler. 


En cuanto a la política de refacciones, creo que es muy importante porque mucha gente no 
tiene acceso al crédito y a veces de esta manera se puede tener una vivienda digna -no 
necesariamente tenemos que construir viviendas nuevas- pero me parece que deben ser planillas 
distintas. Perfectamente podríamos tener la información de cuántas viviendas hemos arreglado porque, 
además, como Legisladores tenemos la duda de qué se considera como refacción. Si se arregló un 
techo, me parece que está bien considerarlo como refacción, pero si se reparó una puerta, creo que no 
se puede contabilizar. ¿Hasta dónde va el concepto de refacción? Si se cayó una pared es una 
refacción que hace a la consolidación de la vivienda, pero si se otorgaron los elementos para arreglar 
una ventana, no creo que se pueda catalogar de la misma forma. Planteo la duda porque lo peor que 
puede suceder en esta materia es que nos mintamos a nosotros mismos y creamos que estamos 
dando una solución habitacional cuando, en definitiva, hicimos un arreglo que no tiene la envergadura 
que nos permita decir “hemos conseguido dar una vivienda digna”. 


En el caso de la Agencia Nacional de Viviendas, se habla de “Refacción y comercialización de 
esqueletos de edificios”. Se menciona un total de 700, pero 151 están terminados y 549 en ejecución. 
Entonces, volvemos al mismo concepto. Me afilio a la tesis de que los esqueletos de los edificios son 
soluciones habitacionales, pero lo terminado es otra cosa; lo ejecutado vendrá en otra Rendición de 
Cuentas. No se puede decir que son 700 cuando son 151. 


También se habla de refacción y comercialización de viviendas libres, que son muy 
importantes porque, por distintas razones, están deshabitadas. En este caso, se menciona un total de 
418. Pero, ¿qué quiere decir que está en ejecución la reestructura de deudas y regularización? ¿Que 
está en trámite? ¿Se dice que las obras están en ejecución pero se las contabiliza en las 35.000 
soluciones habitacionales? Me parece que no puede ser así. A mi juicio, no deberían estar en esta 
planilla. Además, estamos hablando de 564, no son 3.514; las terminadas son 564. En trámite, en 
ejecución de reestructura de deudas y regularización, son 2.950. Todos sabemos que en este país hay 
trámites que duran muchos años; sin embargo, estos casos se consideran aquí como algo concretado. 
Creo que deberíamos sincerar esta planilla, a no ser que esté equivocado y las autoridades del 
Ministerio me puedan demostrar que mi lectura es errónea. No me parece que la reestructura de deuda 
y regularización pueda incluirse en la misma planilla que las viviendas terminadas. Sin perjuicio de que 
no debemos tener un criterio “viviendista”, lo que debe surgir es el dato de cuánta gente tiene un techo 
y antes no lo tenía. Podrá haber estudios sociales, trabajo de visitadoras sociales, impactos de barrio, 
estudios con el Mides, etcétera; todo eso está bien, pero ¿cuánta gente que no tenía una vivienda 
digna, hoy la tiene? Y para poder disponer de ese dato debemos considerar las viviendas terminadas. 
Se podrá hacer una proyección para el año 2013 porque hay determinada cantidad en ejecución, pero 
en el año 2012 debemos considerar las terminadas, no las que están en ejecución. 


Termino con el tema del Banco Hipotecario mencionando que hay una columna destinada a 
los préstamos para refacción de vivienda y considero que eso está bien, para no mezclar los tantos. 
Hay que ver si el Banco Hipotecario tiene los mismos criterios que la Agencia Nacional de Vivienda. 
Creo que los préstamos para refacción de vivienda no son todos iguales porque quizás a ellos pueden 
acceder personas que tienen condiciones económicas, respaldo y garantías suficientes como para 
conseguir un préstamo que les permita emprender obras que quizás no sean de primera necesidad, 
sino de lujo. Si no hacemos la distinción, podremos estar contabilizando estos préstamos y 
engañándonos porque se dice que hay 2.454 préstamos para refacción de viviendas. Sin embargo, 
estos préstamos del Banco Hipotecario, que tiene un criterio más financiero que la Agencia Nacional de 
Vivienda, no se pueden mezclar con otros porque a ellos acceden personas que quizás lo necesiten 
para hacer una cochera, es decir, algo superfluo y no tan necesario. Entonces, se plantea la cifra de 
2.454 préstamos cuando, en definitiva, muchos de ellos no tienen el impacto social que nos gustaría. 
No estoy criticando al Banco Hipotecario, pero me parece cuestionable que se contabilicen de igual 
forma cuando todavía no se ha desmenuzado la cifra. Quizás existe la posibilidad de que el Banco 
Hipotecario no otorgue préstamos para refacción de viviendas a personas con determinados ingresos y 
sólo los otorgue a gente de clase media baja. 


También en la planilla aparecen los créditos hipotecarios individuales, sesiones y novaciones. 
No; cesiones y novaciones no se pueden incluir allí porque la novación es un cambio de titular. 
Considero que el Banco Hipotecario no puede poner novaciones y cesiones, que implican el cambio de 
titular porque hay una venta, y contabilizarlas en el total. 


¿A dónde voy? A que nosotros, los que no entendemos -sería bueno escuchar la opinión de 
la Directora y al señor Ministro sobre estos temas porque quizás la forma en que está puesto es 
correcta y no lo advierto- luego de estudiar los papeles que nos han enviado vemos que los números 
cambian radicalmente. Si uno mira la columna de las viviendas terminadas, los números que aparecen, 
desglosando lo que se terminó, son 226 por plan de relocalización y en lo relativo a la vivienda rural, 
ahí sí, Mevir es Mevir y la cifra es de 1.200 viviendas. Luego, en la planilla habla de 1.420, pero porque 
se contabilizan las que están en ejecución. En consecuencia, son 1.282 y cuando se habla del informe 
no hay esa diferencia de números que no nos permite comprender el informe económico financiero o la 
planilla. En cuanto a la vivienda rural, se dice que en 2012 son 1.282 viviendas, tanto en el informe 
como en la planilla. Eso está clarito. Entonces, por esta planilla, en el ex PIAl son 128 y, en total, son 
1.636 viviendas terminadas. Quizás me equivoco; ojalá me equivoque. En la Agencia Nacional de 
Vivienda, por el rubro “Refacciones, comercialización y vivienda libre" constan 418y por “Refacciones 
de esqueletos terminados”, 151. Todo esto da un total de 2.203 viviendas terminadas. Si esa es la cifra 
correcta, me parece que deberíamos ver cómo podemos ayudar para que la ejecución sea mayor, 
porque no es suficiente frente a la necesidad y la demanda que estamos viendo. Quizás tengamos que 
analizar la gestión para ver cómo se pueden acelerar estudios de impacto social, económico, urbano y 
de tejido social, como para que tengamos más eficiencia a la hora de concretar. Estas son algunas 
ideas. En el caso de tener esta lectura -que me gustaría que pudiéramos analizar- veremos cuáles son 
los caminos que debemos seguir para ayudar a la Administración, porque descarto que en este recinto 
los representantes de todos los partidos políticos queremos dar un techo digno a todo el mundo y 
aclaro que no estoy generando ningún tipo de acusación ni prejuicio sobre la realización y concreción 
de viviendas. Todos queremos que haya viviendas, que las personas estén insertadas socialmente y 
que la política de inclusión sea tal, que no solo haya condiciones de habitabilidad, sino que en nuestra 
sociedad no haya excluidos como -lamentablemente- todavía los hay, aunque su número haya bajado 
sustancialmente. 


Señora Presidenta: estos son los temas que me gustaría analizar con las autoridades del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente para poder entender las planillas y, 
en el Plenario, sacar conclusiones sobre la ejecución porque después no vamos a tener tiempo para 
discutir. Luego, en el Plenario, se analizará si están bien o mal, pero ahora me gustaría que se aclarara 
el informe. 


SEÑOR PENADÉS.- Voy a ser muy breve porque muchas de las preguntas ya las ha realizado el señor 
Senador Heber. 


En primer lugar, voy a agradecer a la señora Directora Nacional de Vivienda que nos haga 
llegar el planillado sobre las viviendas para tener una mayor visualización, que será de gran valor a la 
hora de estudiar este tema. 


Según información aportada por el Ministerio, en la parte de Planificación y Evaluación del 
Inciso 13, tomo ll, página 20, respecto a los niveles de ejecución de las diferentes Direcciones 
Nacionales del Ministerio nos ha llamado profundamente la atención la baja ejecución que ha tenido la 
Dirección de Ordenamiento Territorial, solamente con el 77.5% de las partidas; la Dirección de Medio 
Ambiente, con el 61.1% y la de Aguas, con el 42.3 % respectivamente. Me estoy basando en el 
informe de Planificación y Evaluación del Inciso 13, tomo Il. Quisiéramos saber cuáles son las razones, 
porque cuando se las compara con la Dirección Nacional de Vivienda el nivel de ejecución es del 96% 
y con las de la propia Dirección General de Secretaría es del 86.6% de ejecución. 


También quisiéramos saber a cuánto asciende, al día de hoy, la deuda que el sistema 
cooperativo mantiene con el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, en 
materia de viviendas. 


En la última comparecencia de la anterior Ministra de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente, arquitecta Graciela Muslera, se nos informó que la deuda era alrededor de 
US$250:000.000. Nos gustaría saber a cuánto asciende en el día de hoy y, si ha habido un proceso de 
renegociación o de quitas, en qué han consistido. 


El otro día se dio a conocer un informe sobre los cursos de agua y su grado de 
contaminación en el territorio nacional, pero no sé si el Director Nacional de Aguas está al tanto. No sé 
si el informe fue elaborado por la Universidad o por una institución privada, pero me queda claro que 
no fue por el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. De todos modos, en 
el caso de que el Ministerio tenga o conozca algún estudio de contaminación de las aguas de nuestros 
ríos y lagunas, voy a solicitar que nos lo haga llegar, no necesariamente ahora, sino a la Comisión. 


En el marco de un programa que tiene el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente que se llama Mejoramiento de Barrios, quisiéramos confirmar si la información que 
nos ha llegado es cierta, en cuanto a que el Ministerio invirtió U$S 9:000.000 para viviendas Centros 
CAIF en el entorno del Mercado Agrícola, muy cerca del Palacio Legislativo. Si eso es así, nos gustaría 
conocer la evaluación que la Cartera hace de esa inversión. 


También nos gustaría conocer la cantidad de personal que está destinado a la custodia del 
Sistema Nacional de Áreas Protegidas en todo el territorio nacional que se conocen como 
guardaparques. A este respecto, quisiéramos saber -ya esta pregunta la realizamos en la anterior 
Rendición de Cuentas- si hay algún tipo de documento, proyecto de ley o reglamentación que esté 
regulando el trabajo de estos funcionarios. Reitero, nos gustaría saber cuántos son y donde están 
destinados para la custodia de las áreas protegidas. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- Intentaré 
responder las inquietudes con algunas apreciaciones. 


Queremos agradecer la valoración que realizó el señor Senador Heber con respecto a lo que 
se ha venido avanzando a nivel de las diferentes áreas de este Ministerio. 


En cuanto a la preocupación del señor Senador en cuanto al tema ambiental, creo que no es 
un problema de jerarquía, sino que pasa por articular las Direcciones que reúne la Cartera. El señor 
Senador hablaba, en particular, de la Dinama y de la Dinot y, en lo personal, agregaría la Dinagua 
como elemento clave en lo que tiene que ver con los recursos que tenemos como país. Es fundamental 
el aprovechamiento integral de estos elementos, no solo en los términos temporales en los que nos 
toca vivir, sino fundamentalmente en el desarrollo del país a futuro, en construcción. Valorando esto, 
creo que hoy pasa por el ejercicio de estos elementos, así como también por la generación de políticas 
que permitan crear conciencia a nivel colectivo. Estamos convencidos de que ninguno de los temas 
que nos competen son de exclusividad en el ámbito de actuación y de intervención del Ministerio. 
Pensamos que hay una única forma de llevarlo adelante, que es con el convencimiento y el 
compromiso de la totalidad de los distintos actores que intervienen en el territorio, sean empresariales 
o individuales. Me parece que ese es el mensaje fundamental y el centro de nuestro trabajo hacia 
adelante, en lo que tiene que ver con dotar de credibilidad lo que estamos haciendo, y la dedicación 
que hemos puesto para fortalecer todas las áreas de competencia de este Ministerio. 


También me parece importante destacar -más allá de las aclaraciones en cuanto a los 
números que el señor Senador reclama y los vamos a detallar- que todos los datos que se brindan a 
través de los distintos informes tienen ver con un Plan Quinquenal que fue presentado en su momento, 
que planteaba líneas estratégicas y formas de inversión. Particularmente, en lo que hace a la tarea del 
Ministerio y a la complejidad de los procesos que llevan adelante, relativos a la construcción de 
vivienda con los sectores sociales con los cuales trabaja el Ministerio, no son actos de determinación, 
de entrega inmediata, sino que tienen que ver con procesos, y por eso es que se brinda información de 
lo que se ha logrado terminar y de lo que comienza a estar en gestión, es decir, lo que se está 
realizando. Haciendo referencia a la visión “vivientista” que mencionó la Directora, en nuestro país - 
más allá de que ha habido expresiones y definiciones de la importancia y la clasificación del déficit 
habitacional en lo cuantitativo y en lo cualitativo- históricamente la respuesta que ha tenido el Estado al 
problema de la vivienda ha sido la construcción de nuevas, despreocupándose de encarar políticas 


activas que tengan que ver con el mantenimiento del stock. Y esto es doblemente señalable. Por 
ejemplo, se lo puede marcar por lo que indican las cifras. Cuando uno mira los datos del censo, en lo 
que tiene que ver con la ausencia de vivienda y su reposición al parque, puede ver los números 
acalambrantes de las viviendas que presentan determinados niveles de déficit en cuanto al área, 
terminación y estado de conservación. Este es un elemento a destacar, porque como política activa y 
efectiva del Estado, es a partir de 2010 que se han generado sistemas concretos de aplicación de 
mantenimiento del stock. Pero estas políticas de mantenimiento del stock, que tienen que ver con 
préstamos de pequeño monto, de fácil adaptación y aceptación por parte de los distintos beneficiarios 
pasan, entre otras cosas, por una articulación del Ministerio, dotando también de recursos a los 
Gobiernos Departamentales para la contratación de los técnicos, lo cual permite no solamente destinar 
una canasta de materiales, sino tener una aplicación de recursos en forma eficiente. 


No creo que haya elementos vinculados a esto que podamos distinguir entre significativos y 
no significativos. Puede ser tan significativo un cambio de techo como de aberturas, de acuerdo con las 
condiciones que tenga la vivienda y cómo se desarrolla la vida en su interior. Pero me parece más 
resaltable y todavía más significativo recalcar este tipo de políticas, como las de localización de los 
emprendimientos de las viviendas nuevas en las áreas vacantes y servidas de las ciudades, porque se 
trata de una estrategia inteligente desde el punto de vista del uso y la aplicación de los recursos. Y es 
inteligente por varios motivos. En primer lugar, porque no se nos impone la extensión indiscriminada de 
los pueblos y ciudades a cualquier precio; y nosotros sabemos que ese precio lo pagan los pobladores 
cuando tienen que ir a la conquista del oeste. Digo esto porque muchas veces tienen dificultades para 
llegar a los puestos de abastecimientos. Las políticas que hacen el centro en el aprovechamiento de 
las áreas servidas de las ciudades, el aprovechamiento del stock existente mejorándolo, creo que 
tienen beneficios a varias bandas. Una de ellas y muy significativa es evitar el desarraigo, es decir, el 
aprovechamiento por parte de la gente de los recursos que tiene en la zona donde están establecidas 
las redes del barrio. Ahí es donde tienen resueltas las contingencias para la emergencia con sus 
vecinos; ahí es donde tiene una apropiación del espacio y hay un conocimiento del resto de la 
comunidad. Y esto luego repercute en diversas políticas públicas, de seguridad, de construcciones 
locativas y de prestación de nuevos servicios. Me parece que este es un elemento central porque, a su 
vez, en materia de recursos, cada extensión le significa al Gobierno Nacional y a los Gobiernos 
Departamentales, esfuerzos económicos significativos en lo que tiene que ver con la extensión de 
todos los tipos de servicios, desde la calle, el agua, el saneamiento, la reiluminación de las rondas de 
seguridad, la iluminación, la escuela, la guardería, el liceo, hasta los servicios públicos de transporte. 


Quería hacer hincapié en todo esto porque acá hay una concepción más amplia; no se 
soluciona el problema de vivienda pura y exclusivamente construyendo nuevas viviendas. También 
somos conscientes de que hoy no tenemos la capacidad para hacerlo; ni aunque estuvieran los 
recursos económicos sería factible pensar que en un acto mágico podríamos resolver el problema en 
un quinquenio. No; debemos tener claro que esto es un proceso -como dice el maestro Tabárez- y no 
solamente el final del camino para ver el producto. De eso se trata lo que estamos intentando generar 
con las políticas públicas en materia de vivienda y, entre otras cosas, también queremos incentivar a 
los privados para que colaboren en la construcción de viviendas. Se hablaba de 2.500 viviendas, es 
cierto, pero que haya 2.500 o 3.000 viviendas en construcción por parte de los privados -algunas de 
ellas ya concretadas en este quinquenio- de acuerdo con una ley aprobada por unanimidad en el 
Parlamento hace menos de dos años, no es algo menor desde el punto de vista de los cambios 
significativos en políticas de vivienda. Hablamos de políticas de vivienda que intentan ser compatibles 
con el ordenamiento territorial, con dinámicas de preservación de la salud de la población y del 
medioambiente; de ahí la importancia que tiene y por eso en algunos lados empieza a haber 
reformulaciones y cuestionamientos de la política de tierras. ¡Sí! ¡Si antes no había política de tierras, 
no existía cartera de tierras para poder hacerlo! ¿Hay dificultades para llegar a determinadas porciones 
del territorio? Sí; hay Gobiernos Departamentales que han optado por generar instrumentos de 
ordenamiento territorial pura y exclusivamente con sus centros urbanos más importantes, y esto ha 
dejado desamparado al resto del territorio. Me parece que es una preocupación común y por medio de 
la Dirección de Ordenamiento Territorial venimos disponiendo insistentemente de recursos para que los 
Gobiernos Departamentales cuenten con las capacidades necesarias para la formulación de esos 
planes. Actualmente hay porciones del territorio donde, lamentablemente, a partir de la ausencia de 
instrumentos de ordenamiento territorial no es factible llegar. Me refiero a instrumentos como, por 
ejemplo, préstamos para refacción que están alcanzando lugares a los cuales las políticas públicas no 
habían llegado; creo que Colonia es uno de esos casos en los que uno puede ver la amplitud de todo 


esto. La Directora hacía mención de alguna de esas localidades -Conchillas o Colonia La Paz- a donde 
llegan estas políticas que claramente son proactivas. 


He dicho esto a modo de inicio, pero creo que la Directora Nacional de Vivienda podrá 
ahondar y aclarar un poco más en lo que hace al número de viviendas. 


Antes quisiera mencionar un tema que también me importa aclarar, porque a veces hay 
confusión en los términos. El Programa de Integración de Asentamientos Irregulares nunca fue un 
programa de construcción de viviendas; las construye necesariamente por imperio de las 
circunstancias que llevan a que para abrir una calle, generar un saneamiento o un pasaje sea 
necesario relocalizar a una familia. 


Me parece que esto es importante porque a veces tenemos problemas de conceptualización 
de los instrumentos y herramientas con los que contamos. A la hora de discutir las políticas públicas en 
esta materia es fundamental tener claros estos conceptos. 


SEÑORA ETCHEVERRY.- Me gustaría clarificar algunos puntos porque a veces puede haber alguna 
confusión en la interpretación de la información, producto de la diversidad de instrumentos que están 
abocados a amplificar, a poner con total transparencia toda la gestión del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, en especial la de la Dirección Nacional de Vivienda. 
Entiendo importante señalar que los números que en mi intervención inicial traté de discriminar para 
tener claro cuáles eran viviendas nuevas y cuáles acciones sobre viviendas existentes, están reflejados 
en la Memoria del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente que eleva el 
Ministro Beltrame en los primeros días del mes de enero, procedimiento que está establecido 
históricamente. Esta Memoria detalla, fundamentalmente, la gestión del año 2012 de todo el Sistema 
Público de Vivienda. En su marco hay datos vinculados, obviamente, a la Agencia Nacional de 
Vivienda, al Banco Hipotecario y a la Dirección Nacional de Vivienda, que somos los tres organismos - 
junto con Mevir, que está asociado en el marco de la Dirección de Vivienda Rural- encargados de la 
política habitacional. Reitero que en la Memoria están los datos relativos al Sistema Público de 
Vivienda pero discriminando, en cada apartado, los de ejecución de cada uno de estos actores que lo 
constituimos. Por lo tanto, esta Memoria también es el insumo para los documentos que elaboran el 
Ministerio de Economía y Finanzas y la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. Hablamos de tres 
documentos que deben ser consistentes en la información; podrá variar la forma en que estén 
redactados o en que se procesan, pero los números deben cerrar. 


Por otro lado, nosotros hemos planteado datos cuantitativos respecto de lo que está en 
ejecución porque entendemos que es una rendición de cuentas de ejecución presupuestal. Entonces, 
rendimos cuentas de todo lo invertido y gastado sobre el crédito presupuestal del año. De lo contrario, 
deberíamos rendir cuentas sobre un porcentaje menor a esos $ 3.800:000.000 ya que únicamente 
tendríamos que hablar de las viviendas que efectivamente se terminaron. Estos $ 3.800:000.000, como 
decía -y hoy presenté la discriminación correspondiente- se invirtieron en viviendas cuya construcción 
efectivamente culminó, cuyos pagos de inversión se efectivizaron durante 2012, y también en viviendas 
que se iniciaron en este período. Por ello nos parece importante que cuando hablamos de una 
rendición de cuentas de la gestión se incluya la información de las viviendas terminadas y también la 
de aquellas que se iniciaron. Hasta el momento no hay ningún sistema constructivo -aun siendo 
alternativo- que termine la obra en menos de nueve meses. Es así que generalmente los procesos de 
obra van de un año al otro. 


Por otra parte, no tenemos ningún inconveniente en hacer llegar los datos que solicitaba el 
señor Senador Penadés porque, además, constan en la Memoria, que es pública. En la página 10 
figuran los fondos presupuestales de la Dirección Nacional de Vivienda -que anteriormente 
mencionamos- y advertimos que son las mismas cifras que destaqué en mi intervención inicial, 
consistentes con las que informan el Ministerio de Economía y Finanzas y la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto, con otros formatos. Esta confusión también se generó a nivel de la Cámara de 
Representantes en la instancia de discusión de la Rendición de Cuentas. Concretamente, el 
Representante Nacional Abdala consultaba acerca de algunos números que no le cerraban y ello 
obedecía a que el formato que utiliza la Oficina de Planeamiento y Presupuesto los tiene por unidad 


programática y por objeto del gasto, lo que no necesariamente coincide con el modo de información del 
Ministerio de Economía y Finanzas, pero los números son exactamente los mismos. 


Cuando hablamos de 2.207 viviendas nuevas nos referimos a aquellas que efectivamente se 
terminaron y se adjudicaron en el año, pero no se comenzaron en 2012 sino que fueron informadas y 
descontadas de lo que estaba en gestión en 2011. Esa es una forma de rendición que históricamente 
llevó adelante el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y que en este 
período -fines de 2008 y principio de 2009- se empezó a depurar y a discriminar porque se integraban, 
lamentablemente, y a veces se informaban como viviendas terminadas, por ejemplo, préstamos 
otorgados en lo que era el viejo Programa Credimat -hoy integrado a la acción del microcrédito- cosa 
que no corresponde. Por eso hemos discriminado lo que constituye vivienda nueva y programas que 
generan vivienda nueva de acciones sobre el stock -préstamos que efectivamente están diseñados 
según una tipología de intervención que tiene que ver con reparación de humedades, cubierta, baños, 
reparación sanitaria o eléctrica- de lo que significa una ampliación, incluso por sus montos. El 
destinado a una refacción no supera los $ 80.000 más lo que eventualmente pueda ser de subsidio, y 
el otorgado para una ampliación está en un límite máximo de $ 150.000. Eso es lo que se viene 
trabajando. 


Sin duda que de esas intervenciones y préstamos otorgados a lo largo de 2012 tenemos 
discriminado cuáles fueron para reparar cubierta o sanitaria, o para la ampliación de una nueva 
habitación y qué impacto tuvo en esa familia. Nos referimos a si resolvió el problema, como nos ha 
pasado en algunos casos. Por ejemplo en el departamento de Cerro Largo efectivamente se solucionó 
el problema de hacinamiento con un adulto mayor en la familia y de su cuidado, por no ser autoválido. 
Insisto en que eso está discriminado. 


Estos programas se ejecutan en el marco de convenios con los Gobiernos Departamentales, 
pero fundamentalmente desde el convencimiento de que la gestión en este tipo de intervenciones debe 
estar muy apegada a la realidad y a la cotidianidad de la gente porque requiere de una asistencia 
técnica permanente. A veces hemos tenido algunas dificultades con los Gobiernos Departamentales 
en el marco de cómo se priorizan los préstamos cuando se tienen más solicitudes que la capacidad del 
momento de ese llamado, pero creo que es factible discriminarlos sin ningún tipo de inconveniente. No 
pueden quedar dudas en cuanto a que impactan en las condiciones de vida de la gente desde el punto 
de vista cualitativo y, sin dudas, desde el punto de vista patrimonial es un aporte a mantener en valor el 
stock de viviendas que tiene el país, además de que genera movilidad posteriormente. 


Con respecto a las garantías de alquiler, en ningún momento se las ha manejado como 
vivienda nueva. Creo que hemos dicho en cada una de las intervenciones públicas, y lo dice la 
Memoria, que dentro de las soluciones transitorias o temporales, pero adecuadas, está la política de 
alquileres. Cuando hablamos de 2.461 contratos -cifra que coincide en los tres documentos que 
conforman esta Rendición de Cuentas- son los efectivamente firmados. Esto significa tener la garantía 
del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y evitar o disminuir los riesgos y 
a veces los costos de las familias cuando quedan expuestas a depósitos de muchos meses con un 
impacto muy alto en sus economías, o la informalidad en los acuerdos de arrendamiento, que también 
son por demás onerosos para amplios sectores de la población. Eso está establecido y aclarado. 


Con relación al Programa de Mejoramiento de Barrios -ex-Programa de Integración de 
Asentamientos Irregulares originado en el año 1999 o 2000- nunca fue un programa de viviendas sino, 
fundamentalmente, de regularización, de incorporar a la trama urbana y dotar de servicios de 
infraestructura a aquellos asentamientos que se habían desarrollado en terrenos públicos y que tenían 
aptitud para su intervención. Hay intervenciones en vivienda producto de la inversión en las obras 
físicas. Es decir, se pueden producir realojos vinculados a las obras de saneamiento o trazado de 
nuevas calles porque esos barrios se integran a la trama urbana con todas sus características. 
Entonces, los números -así lo establece la Memoria del Ministerio- no responden a vivienda terminada 
sino a hogares porque, justamente, no es un programa de vivienda, sino que tiende a la mejora de las 
condiciones desde el punto de vista de la infraestructura de los servicios físicos y sociales a amplios 
sectores de la población que viven en esas condiciones. Por lo tanto, habla de un número de hogares y 
así está informado y establecido. Efectivamente, las intervenciones de Mevir son 1.282 pero, si eso se 
complementa con la memoria oficial del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, se puede comprobar que esas 1.282 no son viviendas nuevas; 766 son las viviendas nuevas 


-tal como informé hoy- y el resto son mejoras prediales, intervenciones en unidades productivas o 
reparaciones, estando discriminados cada uno de los números. 


Nos parece importante dejar claro que podrá haber dificultades de comprensión por un 
exceso y por el esfuerzo -porque ese es nuestro objetivo- de ser absolutamente transparentes con la 
información. Por tanto, está totalmente detallada cada una de las intervenciones. 


Por otro lado, nos parece importante señalar que el promedio histórico de construcción de 
vivienda nueva por año ha sido, incluso, inferior a 2.000. Se ha hecho un gran esfuerzo para 
aumentarlo -lo que obviamente tiene que ver con procesos de gestión en cuanto al acortamiento de 
plazos, elaboración de nuevos pliegos y procesos de negociación- pero estamos en un nivel que, sin 
ser el que uno desea, ha mejorado muchísimo. No podemos olvidar que el producto vivienda implica 
tierra con todos los servicios, proyectos, plazos de obra, empresa constructora y, obviamente, recursos. 
Ese es el marco que no podemos olvidar. 


Respecto a la cartera de tierras, debemos decir que sí es una preocupación. Tal como 
decíamos y consta en la memoria, se han adjudicado seis predios solamente al programa de 
cooperativas, pero también hay otros que se han destinado a realojos, a la licitación de viviendas para 
jubilados y pensionistas, a la ejecución de programas con empresas constructoras para población 
activa y, por supuesto, a autoconstrucción en terreno público. Este tipo de programas ha sido ejecutado 
en Montevideo, Río Negro, Artigas, Salto, Paysandú, Cerro Largo, donde la tierra es del Ministerio de 
Vivienda. A su vez, en el marco de acuerdos con los Gobiernos Departamentales, ponemos tierras en 
gestión para población que, por distintas circunstancias, no ha podido o no ha querido organizarse en 
el marco de una cooperativa. De todas formas, se requiere del esfuerzo propio, junto con la asistencia 
técnica del Ministerio y del Gobierno Departamental y el financiamiento adecuado. 


Por otro lado, desde el año 2010 hemos planteado la necesidad de la conformación de las 
carteras de tierras departamentales, tal como establece la Ley de Ordenamiento Territorial. Nos consta 
que algunas Intendencias han hecho un esfuerzo y permanentemente estamos coordinando con ellas. 
Hemos prestado asesoramiento a algunas Intendencias en este marco pero, obviamente, lo que se 
requiere es la puesta en gestión de estos instrumentos previstos en la ley, que ha sido una herramienta 
de privilegio para facilitar la construcción de viviendas y, sobre todo, para la planificación racional de las 
ciudades de cara a mejores oportunidades para la gente. Es un esfuerzo que seguimos reclamando a 
los Gobiernos Departamentales. 


Respecto a la consulta del señor Senador Penadés sobre Goes, efectivamente, el Ministerio 
ha hecho una inversión en esa zona y, sobre todo, en el entorno del Mercado Agrícola, pero no de ese 
monto. Estamos hablando de una inversión de aproximadamente US$ 3:000.000 vinculada a la 
financiación de obras de construcción de vivienda para densificar un área que cuenta con todos los 
servicios. Justamente, la política del Ministerio es densificar áreas centrales y servidas a partir de 
programas que tiendan a retener gente y atraer a nueva población, mejorando el capital edilicio 
existente. En el caso de Goes, se financió a las cooperativas de vivienda, se construyó vivienda nueva 
-dentro de tres semanas se va a entregar el edificio construido en la zona- y se amplió la guardería 
Inchalá. No se trata solamente de inversión en vivienda sino también en todos los servicios que hacen 
a la calidad de la zona y, por lo tanto, se financió la ampliación de la guardería Inchalá, se financió el 
pasaje peatonal entre las cooperativas y se financió parte de la remodelación del Mercado Agrícola, 
que hoy significa -como referencia económica de la zona- una recuperación no solo para el barrio de 
Goes, sino para todo el departamento de Montevideo y sus ciudadanos. Me parece importante señalar 
esto porque es parte de esta política -que es cierto que es extensa, pero creemos que es sumamente 
ilustrativa- de rehabilitación y de consolidación urbano-habitacional. No se trata solamente de lo 
habitacional, sino también de lo urbano que lo rodea. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- Creo 
que van quedando pendientes dos respuestas. Una de ellas tiene que ver con el endeudamiento del 
movimiento cooperativo, pero no tengo aquí la información solicitada; de todos modos, nos 
comprometemos a hacerla llegar a los señores Senadores. La otra pregunta se vincula con la 
diferencia que existe, según la página 20 del repartido, correspondiente a la baja ejecución en algunos 
componentes. Sí tengo claro con respecto a Dinama y Dinagua que en materia de inversiones hubo 


atraso desde el punto de vista de las licitaciones. Como se sabe, hubo algunos cambios dispuestos a 
nivel de la Contaduría General de la Nación y del Tribunal de Cuentas que han complicado la situación, 
además de los inconvenientes propios que tiene la Administración para prever y ejecutar en 
determinado plazo, lo que determinó que no se pudiera concretar la ejecución del año anterior. Eso 
genera dificultades que nos obligan a reperfilar en materia de inversiones lo presente en este año, 
porque lo perdido ya no se puede recuperar, y hay que buscar la manera de ser más eficientes, de tal 
forma que se puedan ejecutar los recursos comprometidos razonablemente dentro del año. 


Quizás, en el caso de la Dinot el Ingeniero Chabalgoity tenga algún otro elemento que 
aportar. 


SEÑOR CHABALGOITY.- Recién estábamos conversando sobre este punto con el Director General. 
Cuando hablamos hoy sobre los proyectos de inversión, dijimos que en todos hay un nivel de ejecución 
superior al 90%. El número redondo o global sobre el que habló el señor Senador y según creo era de 
un 61%, comprende los proyectos de inversión más el Rubro O, que es de sueldos. En esa parte no 
hubo posibilidades de completar todos los llamados y la ocupación de cargos porque estamos en el 
proceso de la reestructura. Estrictamente, en el Rubro 0, llegamos a un 66,14%. Tal vez el Director 
General pueda ser más explícito en cuanto a la reestructura. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Para complementar lo que decía el Ingeniero Chabalgoity, quiero decir que hay 
un ahorro en lo que se refiere a sueldos y compensaciones, debido a que planificábamos hacer esa 
reestructura que ya está presentada ante el Parlamento y para eso teníamos que reservar esa cantidad 
de dinero que no pudimos insumir. 


SEÑOR PENADÉS.- Quedaba pendiente de respuesta una pregunta sobre los guardaparques. 


SEÑOR RUCKS.- Hay dos preguntas formuladas por el señor Senador Penadés sobre las que 
tenemos alguna información para dar. En cuanto al monitoreo de calidad de aguas, que realiza la 
Dinama -en algunos casos en coordinación con la Dinagua- estamos trabajando en los métodos de 
control para unir calidad con cantidad y podemos decir que se ha avanzado en lo que respecta a 
algunas cuencas. Hablamos de los monitoreos que están previstos a partir de 2012 y también para 
este año. En particular, tenemos monitoreos integrados que se están iniciando en el río Cuareim y en la 
cuenca de la laguna Merín. En el río Cuareim hay un proceso de monitoreo de calidad de aguas ya 
desarrollado desde hace varios años, obviamente, en el lado uruguayo, pero trabajando en 
coordinación a nivel binacional a través de algún proyecto internacional, como es el Programa Marco 
de la Cuenca del Plata. De esa forma, podemos tener una visión más clara de cuáles son los 
elementos que están generando problemas de deterioro de la calidad de agua del río Cuareim. Sobre 
el resto de las cuencas del país, evidentemente, tenemos información de las grandes cuencas y de las 
cuencas prioritarias. Tenemos monitoreos de hace aproximadamente cuatro años de la cuenca del río 
Negro, sobre la calidad del agua, donde detectamos algún tipo de problemas, en particular, en los 
embalses. Hemos realizado un monitoreo en el río Uruguay, vinculado a lo que son los 
emprendimientos, pero que nos da una información general de la situación del río, donde se evidencian 
situaciones que son compartidas por todo el país en términos de lo que es la presencia del fósforo 
como un elemento que genera una sobrecarga de nutrientes en los cuerpos de agua. 


También hay que destacar el trabajo que se viene llevando adelante en la cuenca del río 
Santa Lucía desde hace más de 13 años con la cooperación japonesa, aunque ahora lo hacemos 
nosotros solos con las Intendencias. Esto ha dado lugar a tomar medidas que ya hemos explicado y 
presentado en la Comisión de Medio Ambiente de la Cámara de Senadores y de Vivienda, Territorio y 
Medio Ambiente de la Cámara de Representantes. Tenemos información sobre la calidad del agua 
en la cuenca de la Laguna del Sauce -está funcionando un Comité de Cuenca desde hace tiempo- y 
este trabajo básicamente lo ha hecho la Facultad de Ciencias Sociales, pero en términos institucionales 
se ha compartido con la Comisión de Cuenca. Hemos desarrollado el control de calidad de aguas en la 
época de playas. Lo importante de todo esto es que hay una visión general de la situación de la calidad 
del agua en el país y se están tomando medidas en aquellas situaciones donde encontramos 
prioridades por determinadas particularidades que presentan esas cuencas. Como lo dijimos acá, una 
de ellas es la cuenca del río Santa Lucía, que abastece de agua potable a casi el 70% de la población 
del país y por ello existe preocupación por el impacto que puede causar a nivel de la salud. Estamos 


trabajando en la cuenca del río San Salvador, porque es una cuenca típica de la situación del 
desarrollo que el país está teniendo en términos de las áreas rurales -es decir, de la fuerte presión de 
producción agropecuaria- que demuestra que los problemas de deterioro de los cuerpos de agua están 
vinculados, fundamentalmente, con los problemas erosivos de los suelos. A su vez, los problemas 
erosivos de los suelos que arrastran los contaminantes a los cuerpos de agua están vinculados con el 
desarrollo de la agricultura. Quiero aclarar que este tema es típicamente ambiental, no es un aspecto 
solo y aislado, pues participan muchos actores, en particular, el Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca, con el que estamos trabajando en un proyecto piloto en esta cuenca. Estamos utilizando todo el 
paquete tecnológico para el control del uso de agroquímicos, el paquete de uso y manejo de suelos 
que desarrolla la Renare, el monitoreo que realiza la Dinama, así como la información sobre aguas 
disponibles en la cuenca que tiene Dinagua y la calidad de agua que maneja OSE en lo que tiene que 
ver con el abastecimiento a la ciudad de Dolores. Esta es la idea de tener una cuenca piloto en donde 
aplicar el paquete de medidas para después poder extenderlo a otras cuencas del país. Estamos 
trabajando en aquellas cuencas en las que hemos detectado que existen situaciones prioritarias de 
actuaciones, es decir que el monitoreo no sirve para la toma de acción. Queremos ser claros en el 
sentido de que tenemos un conocimiento y que estamos enfocando acciones en esas áreas. 


El informe de vida silvestre que se brindó, justamente, trabaja sobre mucha información que 
ha generado la Facultad de Ciencias Sociales en algunos cuerpos de aguas, los cuales hemos 
compartido y conocemos a través esas situaciones que se plantean. Sin embargo, una cosa es 
avanzar en el conocimiento de las situaciones y otra son las capacidades de poder enfrentar las 
soluciones a los problemas que se están planteando, porque muchas veces tienen un carácter de 
desarrollo de políticas de protección que presentan un enfoque más amplio que el tema de agua en sí 
mismo, que es todo aquello que hace al manejo de la producción agropecuaria, del suelo y demás. 


El tema de guardaparques es muy importante y, en particular, nos preocupa lo relativo al 
control de la gestión de las áreas protegidas. En este momento, a todas las áreas protegidas que sea 
han creado se les ha asignado un Director de tiempo completo para asegurar el control, la orientación y 
el desarrollo de los planes de manejo de las distintas áreas protegidas. Tenemos varios proyectos de 
planes de manejo todavía en elaboración, aunque algunos ya se concretaron como, por ejemplo, el de 
Quebrada de los Cuervos, Farrapos y laguna de Rocha. 


En cuanto al tema del número de guardaparques, debo decir que el Ministerio tiene cuatro, o 
sea, muy pocos pero, ¿cómo actuamos para fortalecer esta capacidad? En virtud de los convenios con 
las Intendencias hacemos transferencias de fondos para que ellas hagan la contratación de 
guardaparques. Por ejemplo, en el Cabo Polonio, en temporada, llegamos a tener 16 guardaparques y 
cuando esta termina pasamos a tener 6 u 8 para poder atender las situaciones que se puedan dar en 
esa área protegida. 


Con Treinta y Tres y Rivera tenemos convenio, es decir que a través de ellos se dota de 
guardaparques a las áreas en cuestión. 


También tenemos asignado un Presidente a cada una de las Comisiones Asesoras 
Específicas de las áreas, que cuenta con la asistencia técnica de la División de Biodiversidad y Áreas 
Protegidas que, precisamente, está alimentando la Presidencia con los conocimientos técnicos y el 
control del área. 


De manera que hemos tenido mucho cuidado en que cuando se crean las áreas protegidas se 
genere la capacidad de gestión correspondiente y se trabaje, sobre todo, en el desarrollo de los planes 
de manejo. En ese sentido, hay experiencias que demuestran que debemos tener una visión bastante 
más amplia que pensar solamente que al Estado, como tal, le corresponde la protección de las áreas 
protegidas. Como dije, tenemos experiencias excelentes, como es el caso del Rincón de Franquía, ya 
que organizaciones sociales locales se han comprometido en la protección de determinadas áreas y 
ellas mismas, a partir de sus aportes, contratan los guardaparques y acuerdan con las comunidades 
locales las formas de solucionar el problema del control de las áreas. 


De modo que no es solamente el tema de la cantidad de guardaparques de que dispone el 
Ministerio, sino también cómo enfrenta el control y el manejo de las áreas protegidas para asegurar 


que se cumplan los objetivos para los cuales se crean. 


Si se ven los llamados que están en curso en este momento, justamente, se podrá advertir 
que estamos generando la contratación de 6 u 8 nuevos guardaparques para las áreas protegidas. El 
proceso todavía no se ha culminado y es parte de este fortalecimiento al que estamos apuntando, 
porque pensamos que independientemente de que podamos contar con apoyo de otras instituciones, 
del sector privado o de la sociedad organizada, también el Ministerio debe tener una capacidad para 
liderar el proceso que le corresponde. 


Estamos trabajando en la creación del Cuerpo Nacional de Guardaparques, que es un 
mandato que tenemos por la propia ley que creó el Sistema Nacional de Áreas Protegidas y, al mismo 
tiempo, hemos trabajado con la gremial de guardaparques para definir las características que debería 
tener este Cuerpo, así como su normativa. Pensamos que este año vamos a terminar y completar los 
acuerdos para que esto sea un proceso consensuado con los distintos actores. Aunque hemos tenido 
diferencias, hemos tratado de ir saldándolas y, en ese sentido, somos optimistas en cuanto a que este 
año podamos crear el Cuerpo Nacional de Guardaparques. 


Esto, básicamente, era lo que quería manifestar. 


SEÑOR HEBER.- Hay un aspecto que faltó en la información que brindaron la señora Directora 
Nacional de Vivienda y el señor Ministro, que es el tema del incentivo a la inversión privada con 
respecto al VIS, que son las Viviendas de Interés Social. De los 2.500 proyectos, quisiera saber 
cuántos están iniciados y dónde se encuentran, para tener una idea aproximada acerca de si esto se 
concretará este año o no. 


También quiero hacer un pequeño comentario respecto al tema del saneamiento de OSE, 
que está complicado en el país. Hay muchas cooperativas de vivienda que están esperando que se 
flexibilice un poco la ley, de modo tal de poder tener el techo, porque hay pueblos en el interior en los 
que no existe saneamiento y tampoco es factible que esas cooperativas de viviendas puedan solventar, 
exclusivamente, su costo. Por lo tanto, esto es una limitante a que mañana pueda haber más 
cooperativas o familias que accedan a la vivienda. Este es un tema que también lo hemos hablado en 
la Comisión de Medio Ambiente con el señor Ministro. Estamos hablando de una inversión muy grande 
que tiene que hacer el país en saneamiento y, realmente, no creo que OSE tenga la capacidad 
financiera como para hacerla. En consecuencia, se genera un inconveniente muy grande y no sé si no 
sería factible -le pregunto al señor Ministro- buscar alguna flexibilización de la ley porque para mí es 
importante el techo, pero el saneamiento también es muy importante y no se puede seguir 
reproduciendo esta situación; no hay saneamiento en todo el pueblo, o en toda la ciudad. Tengo varios 
ejemplos para dar de personas que me han reclamado esa situación a la que creo habría que buscarle 
una solución. Entiendo la razón, pero también entiendo la necesidad de tener la vivienda. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- Voy a 
contestar lo último que planteó el señor Senador y luego la Directora Nacional de Vivienda podrá 
ampliar la información y los datos numéricos que solicitó. 


Lo que estamos buscando, en realidad, son políticas sustentables en materia de 
saneamiento. Cuando se nos plantean niveles de inversión tan altos con relación al saneamiento, que 
importan grandes recursos, cuando no tenemos asegurado el sistema de mantenimiento de esto y el 
costo informado por los proponentes es más alto que el valor de la cuota que las familias van a pagar, 
estamos en problemas. Y estamos en problemas si hacemos de cuenta que el pozo negro va a 
funcionar efectivamente con un sistema de barométrica que, aparte de cobrar determinados montos, se 
aleja dos kilómetros del pueblo y hace un volcado sobre el arroyo. 


En definitiva, este es un tema de absoluta preocupación, en el que se vienen arbitrando 
soluciones y buscando salidas. En eso estamos trabajando, particularmente con la Dinagua, con la 
Dinama y con OSE, tratando de ver dónde podemos autorizar sistemas que efectivamente sean 
sustentables, económica y ambientalmente: ambientalmente, por imperio de lo que son nuestras 
responsabilidades; y económicamente, porque no podemos trasmitir a las familias un problema que 


tenga más costo que la solución de vivienda a la que están accediendo. A su vez, tenemos que pensar 
en no generarnos problemas históricos que nos lleven, por ejemplo, a hacer las inversiones que hoy 
están realizándose en Ciudad de la Costa y que también tenemos intención de hacer en Ciudad del 
Plata. Debemos buscar los puntos de equilibrio necesarios que compatibilicen el interés individual con 
el interés general, y cuando decimos “interés general” estamos hablando del interés del conjunto de los 
ciudadanos y, por tanto, del interés del país. En eso estamos actuando decididamente y hemos ido 
arbitrando situaciones particulares que sabemos que en determinado tiempo van a tener soluciones 
que efectivamente sean sustentables. 


SEÑORA ETCHEVERRY.- En el año 2012 se presentaron 118 proyectos con aspiración de ser 
promovidos y de acceder, obviamente, a las exoneraciones tributarias. De esos 118 proyectos, que 
significaban 4.002 viviendas, lograron efectivamente la promoción -producto de una evaluación desde 
el punto de vista proyectual y técnico- y consiguieron la aprobación de la Comisión que integran los 
Ministerios de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, y de Economía y Finanzas, 91 
proyectos que contabilizan 2.527 viviendas, que efectivamente están informadas en ejecución, en 
primer término, porque efectivamente lograron la promoción. 


Estamos hablando de proyectos promovidos y aprobados. El 70% de estos proyectos -que 
significan US$ 391:000.000, como bien decía el señor Senador- estaban ubicados en Montevideo y el 
30% restante, en el interior del país. Para indicarlo cuantitativamente: 1.586 viviendas están ubicadas 
en Montevideo y 941, en el interior del país. 


De estas 2.547 viviendas en proyectos promovidos, 47 proyectos habían iniciado obra 
efectivamente porque la aprobación de la promoción -y, por tanto, la declaratoria de interés para que 
accedan a la exoneración- obliga a que inicien obra a los 90 días de haberla obtenido, por lo cual todos 
los proyectos que son promovidos tienen ese plazo para iniciar la obra o, de lo contrario, pierden la 
declaratoria de promoción y no acceden a los beneficios. 


Estas 47 obras significan 745 viviendas. En este momento no puedo detallar -porque no traje 
la información desmenuzada- cuánto tenían de avance de obra al cierre del ejercicio 2012 porque 
algunos de ellos terminaron el año pasado y fueron debidamente inaugurados. 


Tengamos presente que algunos de ellos tenían retroactividad e incluso, en algunos casos, 
tenían tres o cuatro meses de obra iniciada cuando fueron promovidos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si los señores Senadores no tienen más preguntas para formular y el señor 
Ministro no tiene más comentarios para realizar, agradecemos la presencia de los representantes del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Agradecemos la oportunidad de habernos recibido y quedamos a las órdenes para seguir avanzando 
en todos estos aspectos de explicitación de las políticas. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos la presencia del Ministro y de sus asesores. 
Se levanta la sesión. 


(Es la hora 19 y 17 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


